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INTROOUCC!ON 

Si tratamos de buscar antecedentes más r0llotos para encontrar el origen­

del Juicio de lvnparo, serla labor por danás ardua tratar de hacerlo al margen de -

la evolución histórica de los derechos públicos individuales, ya que la existencia 

del Juicio de Miparo se debe precisamente al respeto que éste derecho le debe mer! 

cer a todo individuo que constituya el conglcmerado social, llámese gobernante o -

ciudadano. 

Inútil serla remontarnos más allá de las primitivas organizaciones Orie!l. 

tales, toda vez que en éstas no encontramos el más ligero atismo de libertad indi­

vidual, .nenas aún en pueblos anteriores, pues no encontramos a un Estado que resog, 

te dicha libertad y que reconozca su existencia. 

Por otra parte, la Institución de1 Juicio de Jlmparo, representa, sin du­

da la constitución más típica del sistena jurídico mexfcano 1 cuya genealogía ha s! 

do investida con resultados satisfactorios, a pesar de que no hay un criterio uni­

fonne. con respecto a ese tena. 

Aunado a lo anterior, se señala que es bien cierto que la acción de Arnp! 

ro va dirigida a respetar nuestra propia Constitución, cuando la autoridad ha reb! 

sado sus 1 imites por lo que se obligará a aquel la a respetar la garantla indiv!- -

dual violada o bien a hacer cumplir lo que la misma señala. Parte esencial del -­

presente ensayo constituye la crltica en cuanto hace a la interpretación y aplica­

ción que nuestros tribunales encargados de conocer los actos de autoridad mediante 

la vía de amparo, esto es, con sus resoluciones conceden o no el amparo en su tot! 

lidad¡ además de que saldrá a la luz del lector ta importancia y trascendencia de­

los fallos Jurisprudencia1es por lo que se refiere al tena que se trata y que en­

la práctica judicial llegan a ser contradictorios con las nonnas Y principios fun .. 



damentales de nuestro juicio Constitucional. 
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CP.P!TULO 1 

ANTECEOElnES HJSTORJCOS LEGALES 
DEL JUICIO DE AMPARO 

l. rn EL DERECHO C()f PARADD 

En relación con el derecho COOJparado, encontramos que se ha pretendido -

descubrir antecedentes históricos de nuestro Juicio de Amparo en otras Institucio-

nes extranjeras similares. 

En Rema es en donde se hace alusión, por primera vez el reconocimiento -

expreso de la libertad individual, por medio del interdicto "De Homine Liberto - -

Exhibiendoº, que muc.hJs autores han reconocido cano el antecedente más remoto de -

nuestro Juicio de Amparo. Este edicto especial tenia por objeto obtener la liber­

tad de todo individuo que habla sido encarcelado por su acreedor por deudas priva­

das ontra\das con él y por medio del mismo obligaban a exhibirlo ante el pretor, -

si bien es cierto, que éste no resolvía sobre la legitimidad de la deuda sino, so­

bre la legitimidad del acto aprehensivo, más no extinguía el derecho de acreedor -

para seguir el juicio de pago de precios sobre la deuda. En el "Digesto" título -

XXIX del libr,!!.XLIJ se decía con respeto al derecho de la libertad Jos siguientes -

principios: "l.- Querni liberum", se refiere a todo hombre libre púbero o impúbero-, 

varón o mujer el cual no se le podía retener por ninguna causa ajena a su voluntad. 

El que tiene en su poder al hoobre libre carece de dolo malo1 pero luego que lo S! 

be no carece. Este interdicto es perpetuo. (1} 

Podremos a finnar que el procedimiento ro:nano no puede considerarse en -

'{1T'Vi\[LARTA, JG!IAC!O. El Juicio de hnparo y el Writ of Habeas Corpus, Editorial -
Porrúa. 7a. ed. México. pp 427-430 



estricto sentido ccxno antecedente de nuestra Institución de control, por cuanto -­

que aquél sólo se enpleaba contra el secuestro de personas realizado por particul.! 

res por deudas civiles, lo que nos induce a catalogarlo dentro del derecho ti- - -

vil. (2) 

Sin enbargo, reconociendo que el Juicio de Jlmparo tiene su finalidad de­

su existencia, la protección de los derechos del hombre contra posibles ataques -­

provenientes de autoridades y aquél interdicto sólo trataba de evitar que una per­

sona carente de investidura oficial pudiera impunroiente coartar la libertad de un­

hombre 1 ibre, por lo que dicho interdicto únicamente podda ser considerado cano -

antecedente del Juicio de Amparo Mexicano, por cuanto que favorece la libertad hu-

mana. 

En el Derecho Aragonés, tampoco lo situamos cerno un antecedente directo­

del Juicio de Amparo en nuestro país, sin enbargo, nos revela el carácter espontá­

neo y amante de las libertades individuales del español, esto es, las citadas li -

bertades individuales del español, existían preferentemente en la vida jurídica. -

En el reino de aragón y hacia el año de 1348, es decir, en plena edad media, encon. 

tramos que los subditos del monarca Pedro 111 exigieron al mismo una serie de 11.-­

bertades públicas contenidas en el documento conocido con el nombre de "Privilegio 

General", y elevado a la categoría de Fuero. Uno de los aspectos fundamentales de 

la !nstitución jurídica aludida es, evidentemente, el proceso denaninado de "la m!. 

nifestación de las personasº, a cuyo abrigo, si alguien era aprehendido sin sor. -­

prendérsele en flagrante delito, o sin instancia de parte legitima o bien que no -

se le comunicara la demanda dentro del tercer día de prisión, debía ser puesto en­

libertad por un lapso de veinticuatro horas, aún cuando pesasen sobre él acusación, 

en virtud de lo que se dió el llamar "Via Privilegiada". 

(2) RABASA, EMILIO. El Juicio Constitucional. Editorial. Porrúa. México. 4a. ed. -
1919. p 89. 



En el Derecho Aragooés, s1 encontramos un antecedente directo de nuestro 

Juicio de Pmparo 1 toda vez que la tutela de los fueros estaba enccxnendada a un aJ.­

to funcionario judicial dencminado "Justicia Mayor 11
, (¡uien debia valer por su o,P..-­

servancia en favor de las personas que denunciacen alguna contravención a las dis­

posiciones forales adenás de que, protegía contra los actos y disposiones de las -

autoridades, incluyendo el rey mismo. Por ende el Justicia era un verdadero órgano 

de control del Derecho Foral Aragonés. Es importante señalar que el Justicia 11'1rn­

paraba11 a los peticionarios, que en materia de procedimiento jurídico tenia su ex­

presión en los cuatro procesos forales, consistentes en: de firma, aprehensión, in. 
ventario y manifestación de las personas, sin que la autoridad de la corona pudie­

ra inmiscuirse, ya que en realidad, el pensamiento directriz que presidió en la -­

instituci6n de los referidos procesos forales fue la defensa de los derechos indi­

viduales frente a los abusos y extorsiones del poder, ya estuviese éste encargado­

por ·los jueces ordinarios o bien, por la potestad señorial. (3) 

De ahí que en el reino de aragón 1 ya encontramos un cuerpo dispositivo -

o fuero que consignaba ciertos derechos para el individuo frente a la autoridad, -

esto es, ºEl Privilegio Genera1'1, teniendo estos derechos una análoga concepción -

a la de las garantías individuales: 1 imitación del poder público en favor del go-­

bernado. Es de citarse 1 que ese proceso de manifestaci6n, y por lo que se refiere 

al de 1'Jurisfinna 11 podía el justicia avocarse el conocimiento de cualquier causa -

incoada ante otro tribunal garantizando de los efectos de la condena impuesta por­

este; el de 11Aprehensión 11
1 estaba destinado a asegurar los bienes inmuebles de to­

do acto de violencia; el de 11 lnventario 11
1 servía para asegurar los papeles y bi~-­

nes muebles¡ por <lltimo el de "La Manifestación de las Personas", consistfa en - -

apartar a la autoridad de su acción contra la persona previniendo toda arbitrarie-

mLJRA,AUDRES. El l'JTiparo Colonial y el Juicio de f<nparo Mexicano. Editorial. -­
Fondo de Cultura Econcxnica. 3a. ea. 1971. Mexico. p 17 



dad o tiranía en favor de los aragoneses. 

rrancia, tiene una trayectoria muy distinta en su aspecto constitucional, 

puesto que en aquella florece el derecho público y con ello se aniquila el régimen 

monárquico y abriendo el camino a las corrientes modernas inspiradas en la danocr! 

cia, el liberalismo y la república. Con la proclamación de la f001osa Oeclaración­

de los Derechos del Hetnbre y Ciudadanos en 1789, la cual contiene principios indi­

vidualistas, porque consideraba al individuo cano el objeto esencial y único de la 

protección del Estado y sus instituciones jurídicas. Por lo que co11cierne a las -

garantías o derechos fundamentales del individuo, dicho documento instituía como -

principales los siguientes: la libertad, la propiedad, las seguridad y la resisten. 

cia a la opresión, y como derivados aquel los que se refieren a la materia penal y­

qoe son análogos a los contenidos en los artículos 19 1 20 y 21 .fo nuestra Constity 

tlón. 

Debido a la situación de hechos provocada por las contravenciones a la -

Ley, Sieyés, político y jurista francés, concibió la idea de crear un organismo, -

cuyas atribuciones constituyeron una garantía jurídica y política a los meros derg 

chas contenidos en la Declaración de 1789 y en general del régimen constitucional. 

Sieyés abogó por que la creación de un organismo político de control, que denOOlinó 

Jurado Constitucional, el cual se estableció en la Constitución francesa del año -

111, aquel organismo estarla a cargo de conocer de todas las quejas que se presen­

tasen con atentados al orden establecido por dicha nonna fundamental. 

Sieyés siguió insistfendo en sus ideas enterando a Napoleón l sobre ella, 

aprovechándolas éste con la intención de crearse arraigo popular que con el propó· 

sito de establecer un medio de garantizar el régimen instituido por la Constit!!_ ·­

tlón del año Vll {13-Dic-de 1799), el llamado Senado Conservador, a ejem¡ilo del -

Jurado Constitucional. 

En Francia pues, existe un verdadero control de legalidad de los actos -

actrtinistrativos, o mejor dicho, de las autoridades administrativas, conferido al -



Consejo de Estado, el cual al examinar si ha habido o no de parte de aquellos que­

extral imitación de poderes analiza y protege la legislación de que se .trate, mg_ -­

di ante el recurso denaninado 11 Exceso de Poder". Adenás en materia Penal y Civil,­

también en Francia existe un control de legalidad desplegado por la corte de Casa­

ción, al conocer el recurso correspondiente. 

De todo lo anterior, es de justicia la deducción que existe en el siste­

ma de control ideado por Sieyés, un antecedente positivo de nuestro Juicio de Amp!_ 

ro, y que aún cuando ambos sistemas obedezcan a reg'ímenes de control distinto coi!l 

ciden en su finalidad que se traduce en: salvaguardar un orden juridico superior,­

contra actos de 1 as autoridades es tata 1 es que vio 1 en o pretendan conculcarlo. 



ll.· EN El DERECHO MEXICANO 

Resulta pues, aventurado tratar en el régimen social mexicano prehispáni 

co un precedente del Juicio de Miparo 1 ya que la autoridad del Rey era absoluta, -

CO'no lo era, la de los señores en sus respectivas provincias de ahl que la justi -

cia no se adrriinistra confonne a nonnas legales preestablecidas sino la misma ~ana 

del criterio del soberano respectivo. 

En la Nueva España el Derecho Colonial se integr6 con el Derecha Español 

propiamente dicho en sus formas legal y consuetudinaria. fueron consolidadas en -

este periódo disposiciones reales, en la Recopilación de leyes de Indias de 1681,­

a lado de las Leyes de Casilla las cuales tenían carácter supletorio; en las prim~ 

ras s& observa la tendencia de proteger a la población Indigena contra abusos y ar. 

bitrariedades. Adená.s autores C<1f10 Toribio, Esquivel Obreg6n, aducen que se esti­

pulaba un especie de recurso, lo que en la actualidad designaríamos cano 11 Incoozpe­

tencia Constitucional" 1 y la cual consistía en que si una persona se creia agravi!_ 

da por una resolución del Virrey, apelaba de ella suspendiéndose el curso de los -

autos. Aunado a lo anterior, tambien se encontraba el recurso de fuerza, el cual­

era un recurso de protección ya. que significaba un medio de control de la legali -

dad y del derecho de audiencia, ejercitable contra las autoridades judiciales cg:·­

yos actos lesionaron en sus bienes jurídicos a alguna persona, entre ellos la posg. 

sión. 

Ahora bien, hay otros autores que hablan de un amparo colonial y el cual 

se hacia consistir en un sistena que la autoridad máxima, entonces el Virrey, oto!_ 

gaba protección a una persona frente a autoridades inferiores y también frente a -

otras personas, que sin tener es.e carácter de autorida se hallaba en una situación 

ventajosa en las relaciones con el protegido, Asimismo el Amparo Colonial se int~ 
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graba con los siguientes elenentos: a) ... autoridad protectora, el Virrey por sl -­

mismo o al través de autoridudes subordinadas como eran los alcaldes mayores y co­

rregidores, entre otras; b). - autoridades agraviad s ( responsab 1 es), "diversas per­

sonas físicas y morales, con poder de hecho --no necesariamente investidas y auto­

ridad poHtica-- para realizar esos actos" ; e),- petición o dananda de amparo -­

"en la que se hace {hada) relación de los actos reclamados, los perjuicios o a1ts_ 

ración de un derecho y se designa a la persona o personas responsables, pidiendo -

la protecciOn 11
: d).- disposición o ºmandaro1ento de amparo 11 expedido por el Virrt>y 

ccxno autoridad protectora, 11 at.tuando independientenente o ccmo ptesidente de la -~ 

Real Audiencia, en su carácter de representante del Rey, y como principal protes -

tor de sus súbditos e vasallosº, e).- actos reclamados 1'que se estiman en la rela­

ción de la dananda, y, en su caso, en la soluciOn positiva de ella, como violatg_-­

rios de derecho", y g).- interés juddico del quejoso. es decir , sus derechos, --

1'que se alteran injustamente por los agraviados en sus actos conforme el orden ju­

rídico positivo" (4) 

De lo anterior se deduce que en el Sistema Jurldico Novohispánico imper!t 

ba el principio de legalidad como elemento de seguridad para los bienes y derechos 

de los gobernados y el cual sin duda, propicio el ambiente para que fructificara -

durante la segunda mitad del siglo XIX el Juicio de l'lnparo Mexicano. 

El primer docunento poHtico constitucional que descubrimos en el recur­

so de la hlstória del Mexico Independiente, fue el que se fonnuló con el titulo de 

"Decreto Constitucional para la libertad de la América Mexicana" de octubre de - -

1814, que también se conoce con el nanbre de "Constitución de Apatzingán 11
• Este -

documento estlma que los derechos del hombre son superiores a t•)da l'Jrganización SE_ 

\<líliiid; pp 7-22 
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cfal, cuyo gobierno en ejercicio del poder público debe reputarlos intangibles, -­

pues su protección la única finalidad del Estado, amparo, no pod~os encontrar en­

este cuerpo de Leyes un antecedente histórico de nuestro Jucio de hnparo. 

Por lo que se refiere a la Constitución de 1824 1 coloca en plano secund! 

ria los derechos del hombre, comúmiente llamados garantías individuales, sin anbar, 

go en la última parte del inciso sexto de la fracción V del artlculo 137, se dese~ 

bre una facultad con la que se invistió a la Suprena Corte de Justicia, consisten­

te en: "conocer de las infracciones de la Constitución y Leyes Generales, según se 

prevenga por Ley", atribución que podía suponerse, pudiera implicar un verdadero -

control de Constitucionalidad y de legalidad. 

Es de importancia resaltar que la Constitución Yucateca de 18~0, cuyo -­

principal autor Don Manuel Crescencio Rejón quien regla'Tlenta en el la los derechos­

Y prerrogativas que todo ciudadano debe de tener ante el Estado y que tiene cierta 

analogía con la Constitución de 1917. El sistl'Jlla de amparo propuesto por ~ejón ·­

persegula las siguientes finalidades: a}.- control de la Constitucionalidad del<~ 

actos de 1 a Leg is 1 atura ( 1 eyes o decretos), as i como los de t gobernador ( prrn•i dcr.­

cias); b).- controlar la legalidad de los actos del ejecutivo; y c}.- prote9er tas 

garantías individuales o los derechos Constitucionales del Gobernante, contra ac -

tos ~e cualquier autoridad. Los dos primeros casos procedía el Pmparo ante la S~ -

prema Corte de Justicia de Yucatán, y en el último, ante los Jueces de Primera In~ 

tancia o ante sus Superiores Jerárquicos (5) 

La obra de este jurista Yucateco implica, uno de los más grandes adelan­

tos que en materia de Derecho Constitucional ha experimentado jurídico melticano. -

Los lineamientos generales esenciales del Juicio de hipara establecidos por las -­

Constituciones del 57 y 17 se encuentran en la obra de Rejón, con la circunstancia 

ventajosa de que lo hacia procedente contra cualquier violaci6n a cualquier ~rece.Q_' 

T5Tf[X WUO!O, HECTOR. El Juicio de Amparo. Editorial Porrúa. Ja, ed. México --
1964, p 82 
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to Constitucional 1 que se tradujera en un agravio personal. El Control Constit~ -

cional ejercido mediante el amparo de la Constitución de 1840, operaba sobre dos -

de los principios que caracterizaban a nuestra actual Institución. al saber, el de 

iniciativa o de instancia de parte agraviada y el de relatividad de las decisiones 

respectivas. 

En el mes de mayo de 1847 cuando se prO"llulga el \eta de Refonna.s que po­

nen en vi9or la Constitución de 1624. Madano Otero logró que la Asamblea aproba­

ra la Institución del amparo, dentro del artfc.ulo 25 de dicha Acta y se otorgara -

COTipetencia a los Tribunales de la Federación para proteger a los habitantes en la 

tonservaciéin de los derechos que les conced'ia esa Conatituctón y por ataques de ·­

los poderes legislativo y Ejecutivo, elaborando un principio llamado Formula de -­

Oter'o, al manifestar que aJ otorgarse la protección debe hacerse "Limitándose dj;­

chos Tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre el que verse­

el proceso, sin hacer ninguna declaraci6n general respecto de la ley o acto que la 

motivare, fonnula que hasta la fecha persiste en la fracción ll del articulo 107 -

de Nuestra Carta Magna vigente. (6) 

Pues es as'i, que la Constitución del 57 encierra los mismos derechos In­

dividuales públicos que la Constitución vigente, el proyecto de aquella en su arti 

culo 102 estableció el sistema de protección constitucional por vía y por órgano -

jurisdiccional considerando canpetente para conocer de los casos por infracción a­

la ley fundamental, tanto a los tribunales Federales cooto a los de Estados, 11 pr~-­

via garantía de un Jurado compuesto de vecinos del Distrito respectivoº cuyo jura­

do calificarla el acto reclamado. 

la Constitución Federal de 1917 se aparta de la doctrina individualista, 

pues a di.ferencia de la que le antecede, considera a los derechos del hanbre como­

un conjunto de garantías individuales que el Estado concede u otorga a los habita!! 

16TT. CASTRO, JUVEllT!llO. Garantías y Amparo.Editorial. Porrúa. México. 1986. Sa. 
ed. p 279 
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tes de su territorio¡ además, consigna las garantías sociales en sus articulas 123 

y 127. 

En sintesis, mientras que la Constituci6n de 1857 reputa a los derechos­

del hanbre c0010 elenentos superestatales, la Constitución vigente los considera C.Q.. 

mo fruto de una concesión por parte del orden jurídico del Estado. Adsnás, en am­

bos ordenamientos constitucionales el Estado adopta distina postura frente a los -

gobernados, ya que en la Constitución del 57 son los principios liberales los que­

regulan las relaciones respectivas, y en la vigente los postulados pertenecientes­

ª diversas tendencias politicas-juridicas y sociales. 

Si la fornia de concepción de las garantías individuales varia en ambas -

Leyes Fundamentales, así como la situación de relaciones entre el Estado y sus - -

mienbros , no acontece lo mismo en lo tocante al medio de control o protección de­

los derechos del hcmbre principalmente, pues su procedencia general es exactamente 

igua 1 en ambos regímenes constitucionales con la sola diferencia de que, mientras­

la Constitución del 57 es muy suscinta por lo que se refiere a la nonnación del J,!!. 

cio de Amparo, la vigente, en su artículo 107, es mucho más explícita y contiene,­

cc:mo 1 o veranos oportunamente, una completa regulación de su ejercicio, de ta 11 ado­

por la Ley Reglamentaria correspondiente. 
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CAPITULO ll 

MARCO JURIOICO 
DEL JU JCIO DE A."IPARD INDIRECTO 

l.• CONST!TUCIOH DE 1917 Y REFORMAS 
EN MATERIA DE AMPARO. 

En la Constitución de 1917, Venuastlano Carranza, cooio primer Jefe del 

Ejército Constítucionalfsta, expidió un derecho convocado a la celebración de un -

Congreso Constituyente que se reunió en la Ciudad de ~erétaro, Asimismo este per_ 

sonaje envió un proyecto de refonnas a la Constitución de 1857, declarando abierto 

el único perlodo de sesfones de Con9reso 1 en las cuales se reguló con detalle la -

procedencia y naturaleza del Amparo mediante el artículo 107. 

Consideramos Importante citar la fonna textual de la aprobación del arti 

culo 107 Constitucional, en cuanto a lo que se refiere el tema que estamos tratan­

do: 

'Artículo 107 .- Todas las controversias de que habla el artículo 103,se­
segufran a instancia de parte agravfada, por medio de procedfmientos y­
forma.s del orden jurldico, que determinara una ley que se ajustará a .:._ 
las bases sfguientes: l.- La sentencia ser~ s1011pre tal que ocupe sólo­
de Individuos particularet •. • limftándose a ampararlos y protegerlos en -
el caso especial sobre ef"que verse la queja, sin hacer una declaración 
general respocto de la Ley, o acto que la motivare. 2,- En los julcfos­
civfles o penales, salvo los casos de la regla IX, el amparo sólo proce 
derá contrd las sentencias definitivas, respecto de las cuales no proce 
de ningún recurso ordinario, por virtud del cual pueden ser modificadas 
o refonnadas, slenpre que la violación de la Ley se cooieta en ellas, o­
que cooietida durante la secu•la del procedimiento se hayan reclamado- -
oportunamente y prestado contra elle;, por negarse su reparación, y cuan 
do se haya cooietldo en primera instancfa, que haya alejado en la segun':' 
da, por vla de agravio.- La Suprena Corte, no obstante esta regla, po­
drá suplfr la deficiencia de la queja en un juicio penal, cuando encuen 
tre que ha habido en contra del quejoso una violación manffiesta de Ja':' 
Ley, que lo ha dejado sin defensa o que se le ha juzgado por una Ley -­
qie no e}(actainente es aplicable al caso, y que sólo por torpeza no se ... 
ha cooibatldo debidamente la violación • 111." En los juicios cfvfles o-
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penales sólo procederá el amparo contra la violación de las Leyes del- -
procedimiento 1 cuando se afecten las partes substanciales de él y de ma­
nera que su infracción deje sin defensa al quejoso. IV.- Cuando el ampa 
ro.. se pida contra la sentencia definitiva, en el juicio civil, sólo pro:­
cederá, adenás del caso de la regla segunda, dicha sentencia sea contra­
ria a la letra de la Ley aplicable al caso o a su interpretación jurídi­
ca, cuando ccmprenda personas, acciones ... V.- En los juicios penales la 
la ejecución de la sentencia definitivacontra la que se pida amparo se -
suspenderá por la autoridad responsablé" a cuyo abjeto el quejoso le conu 
nicará dentro del término que fije la ley y bajo la protesta de decir --= 
verdad la interposición del recurso, acl)llpañando dos copias una para el­
exped i en te que se entrc~ará a 1 a parte contraria ... V 1t. - Cuando se re -­
quiera pedir amparo contra una sentencia definitiva, se solicitará de la 
autoridad responsable CC'p:1"t c:ertificnda de las onstar1cias qu~ el quejo­
s" seiiJlarCJ. la que >'? adicionará con la que se indicará la otra parte.­
dándole en el la la misma autoridad responsable, de una manera breve, el.~ 
ra de las razones que justifiquen el acto que se va a reclamar. VtlJ.-­
Cuando el amparo se pida contra una sentencia definitiva se interpondrá­
directarncntc anle la Suprema Corte, prestándole el escrito con la copia­º ranitiéndolo por conducto de la autoridad responsable o del Juez de -­
Distrito del Estado a que pertenezca. IX.- Cuando se trate de actos de 
autoridad distinta de la judicial o actos de ésta ejecutados fuera del -
juicio o desp0és de concluido¡ o de actos en el juicio cuya ejecución -
sea de imposible ri:iparación o que afecten a personas extrañas al juicio, 
el amp:1ro se pedirá ante el Juez de Distrito bajo cuya jurisdicción esté 
et lugar en que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse limi­
tándose la tramitación al infoni1e de la autoridad, a una audiencia para­
la cual se citará en et mismo acto en el Que se manden a pedir el infor­
me y el que se verificará a la mayor brevedad posible recibiéndose en e­
lla las pruebas que las partes interesadas ofrecieren y oyéndose Tos ale 
gatos, que no podrán eit.ceder de una hora cada uno y a las sentencias qué 
se pronunciará en la misma audiencia. La violación de las garantías de­
los arttculos 16 1 l9 y za se reclamarán ante el Super1or del Tribunal -­
que la coneta o ante el Juez de Distrito que corresponda, pudiéndose re­
currir en uno y en otro paso a la Corte contra la resolución. Si el - -
Juez de Distrito no residiere en el mismo lugar en que reside la autori­
dad responsable, la ley detenninará el Juez ante el que se ha de presen­
tar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el ac­
to reclamado en los casos y ténninos que la mi5ma ley establece. X.- La 
autoridad responsable será consignada a la autoridad correspondiente, -
cuando no se suspenda el acto reclamado, debiendo hacerlo, y cuando ani­
ta fianza que resultase insuficiente, siendo en éstos dos últimos casos­
solidaria la responsabilidad penal de la autoridad con el que ofreciere­
la fianza y el que la presentare. XI.- Si después de concedido el amparo 
la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado, 
o tratan de eludir Ta sentencia de la autoridad federal, será irmediata­
mente separada de su cargo y consignada ante el Juez de Distrito que co­
rresponda, para que la juzgue. 11 (7} 

"{7TCITNSTITUC!ON POLIT!CA MEXICANA DE 1917 •• Editorial. lnfonnación Aduanera de­
México, 5a. ed. pp.87-90. 
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De la transcripción anterior al hablar del articulo 102 de la Consti 

tución de 1857 en relación con las refonnas real izadas a dicho precepto y que aho­

ra es el numeral 107 del Pacto Federal que nos rige, se asevera, en cuanto a las -

innovaciones más importantes que discutió el Constituyente y se aprobaron por el -

Congreso que: 1.- Se reguló con todo detalle, la naturaleza y procedencia del amp!_ 

ro, fijando las bases de su reglamentación; 2.- Se hizo una distinción fundamental 

entre lo que se llamó amparo directo que procedía ante la Suprema Corte únicamnete 

en contra de sentencias definitivas, dictadas en juicios penales y el amparo indi­

recto que era procedente ante los Jueces de Distrito contra actos de autoridades -

distinta de la judicial, así como también, en contra de los actos judiciales ejec!:!_ 

tados fuera del juicio, después de concluido éste, o bien, dentro del juicio cuan­

do tuviere sobre la persona o cosa una ejecución de imposible reparación, así c0010 

cuando el amparo se pedia por un tercero extraño al procedimiento, y por último, -

cuando el amparo se solicitaba, con fundamento en las fracciones 11 y 111 del arti 

culo 103 Constitucional; '3.- Se estableció un engorroso recurso que se denominó --

11Reparación Constitucional 11
1 a fin de las violaciones cometidas durante la secuela 

del procedimiento se hicieran valer exclusivamente al reclamarse la sentencia defi 

nitiva, sienpre que esas violaciones que hubieren impugnado y protestado en contra 

de ella oportunamente, en el momento de cometer la violación, y más aún, se hubie­

ran alegado, con agravia en Segunda Instancia, {actualmente no existe, puesto que­

desapareció en la refo1111a publicada en el Diario Oficial el 19 de febrero de 1951)· 

y 4.- Se reguló lo relativo a las responsabilidades en que incurran, las autorida­

des responsables, cuando habiéndose concedido el amparo en favor de un quejoso, se 

insistiera en la repetición del acto reclamado o bien se eludiera el cumplimiento­

de las sentencias que concediera el amparo. 

De lo anterior, podanos hacer algunas observaciones: a}.- Se hace men-­

ción que en la citada Constitución se han reglamentado los dos tipos de amparo, 
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que actualmente ten011os: el amparo indirecto y el amparo directo¡ por lo que res­

pecta al amparo directo, éste procedía 1'.Jnicamente ante la Suprema Corte de Justi -

cia, contra las sentencias definitivas en materia penal¡ el amparo indirecto que -

procedía ante los Juzgados de Distrito, contra todo acto de autoridad, así como de 

actos judiciales dictados fuera y concluido el procedimiento, también procedía di­

cho amparo dentro de la secuela del procedimiento, cuando el acto reclamado tuvie­

ra la ejecución que sería de imposible reparación para las personas y sus bienes.­

asimismo, se reglamenta lo que hoy llamamos ºtercero pejudicado", es decir, cuando 

un tercero extraño estaba dentro del procedimiento de garantías. b).- Se estable­

ce un recurso el cual es l'amado de 11 reparación Constitucional", y cuyo objetivo -

consistía en que las violaciones cometidas durante el procedimiento se hiciera va­

ler, exclusivamente al reclamarse la sente11cia definitiva, siempre y cuando dichas 

violaciones se hubieran impugnado oportunamente y se hubieran alegado cooio agravio 

en Segunda Instancia y c}.- Se reglamenta las responsabilidades de la autoridad -­

responsable, cuando, en el Juicio, el Quejoso tuviere la concesión de la suspen -­

s;ón y la autoridad no suspenda dicho acto, asimismo, cuando el quejoso se le otar_ 

gue el amparo y dicha autoridad eludiera el fallo de la Justicia Federal. 

Así pues, el Constituyente de 1917, legalizó definitivamente el Amparo -

Judicial, estructuró su funcionamiento y trató de limitar la procedencia del ampa­

ro para evitar el rezago. 

Siguiendo con nuestro tena, y toda vez que en el presente subtítulo se-­

hizo alusión a la creación legislativa de la Constitución de 1917, y una vez que-­

se ha subrayado la importancia de ésta, al haber sido conato de los artículos 103-

y 107 que la integran, los cuales resultan trascendentales en materia de amparo. · 

Por lo tanto, es incuestionable que en el Juicio de knparo se preserva los dere -­

chas fundamentales del individuo, sin embargo, el objeto del Juicio de Garanti'as,­

lo encontramos claramente expuesto en el artículo 103 de la Constitución Federal--
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de la República, así cano en la Ley de Mlparo reformada, 

De lo anterior, concluímos que el contenido literal del articulo citado, 

menciona las hipótesis previstas para que los tribunales de la Federación resuelva 

las controversias que se susciten, a saber: 11 1.- Por leyes o acto:; de la autori -

dad que violen las garantías individuales. 11.- Por leyes o actos de la autoridad­

Federat que vulneren o restrinjan la soberanfa de los Estados y 111.- Por leyes -­

o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de la autoridad fede -­

ral. 11 

Ahora bien, una vez que se ha transcrito el artículo 103 de nuestra ley­

Suprema podemos indicar que la concepción de éste varía según los casos qve esta -

blece·dependiendo del acto de autoridad que se reclame, desde el punto de vista de 

sus efectos violatorios; de ahí que, evidentanente 1 la fracción I de1 artículo mc.!l 

cionado que hace procedente el Juicio de hnparo contra leyes o actos de autorida -

des que violen las garantías individuales, el acto reclamado consistirá en cual -­

quier hecho voluntario, intencional 1 negativo o positivo desarrollado por un órqa­

no del Estado, consistente en una decisión o en una ejecución o en ambas 1 que pro­

duzcan una afectación en situaciones jurídicas fácticas y que se impongan unilate­

ral, coercitiva o imperativamente, engendrando la contravención a todas aql!ellas -

situaciones que conocemos cano garantías individuales. 

Por otra parte, haciendo una comparación del texto que conforma en su to­

talidad el artiéulo lOLde nuestro Pacto Federal, con aquél del año de 1917, es vi­

sible que ha sufrido constantes refonnas legislativas. de lo que podenos deducir -

que si bien es cierto, el original ya hacla mención de los dos tipos de amparo re-. 

curribles, esto es, el directo {uni-instancial), y el indirecto (bi-instancial), -

también lo es que de un simple análisis, se infiere que para el conocimiento del 

primero de los citados, el órgano facultado para el1o 1 lo era la Suprana Corte, lo 



que en la actualidad ha cambiado, en virtud de que no sólo es dicho órgano el ha-­

bilitado para conocerlo, sino que ta'llbién ahora lo es, el Tribunal Colegiado de .... 

Circuito¡ lo anterior fue decretado el 30 de diciembre de 1950, al refonnarse el -

articulo de que se está hablando. Aden~s, otro de los puntos divergentes que pod! 

mas citar, se- refiere a la fonna en que se tramitaba un juicio de amparo directo,­

en base a qué órgano es el que remitirla a la autoridad de que se tratara las con! 

tancias que confonnaban la sentencia definitiva impugnada, esto es, en aquél ento!l 

ces podenos notar que: "presentándole el escrito con la copia de que se habla en­

la regla anterior, o renitiéndoJo por conducto de la autoridad responsable o del -

Juez de Distrito del E~tado a qu~ pertenezca 11 ¡ sin enbargo 1 con la regulación de -

la ley de Mlparo 1 ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que posterior­

mente trataraTIOS con más detalle, Jas cuales cumplimentan a nuestra Carta '-lagna, -

resulta que, er. la actualidad el artlculo referido cita que: " Se promoverá direc­

tamente ante la Suprena Corte de Justicia o ante el Tribunal Colegiado de Circuito 

que corresponda, confonne a la distribución de competencia que establezca la Ley -

Orgánica del Poder Judicial de la Federación o la Ley Reglamentaria de los arti'cu­

los 103 y 107 de esta Constitución". 

Por otro lado, y toda vez que el contenido del presente trabajo resulta­

del estudio al Juicio Constitucional bi-instancial o indirecto, deb0T1os de recal -

car por el momento, que el m111eral 107 Constitucional 1 fracciones VII y VIIJ 1 no -

sólo es importante para fijar la competencia entre los citados órganos del Poder -

Judicial de la Federación, sino que también, su trascendencia, reside en que sobre 

él descansa la procedencia de este tipo de amparo. 

Ahora bien, por lo que toca a las refonnas que ha tenido la Constitución 

de 1917 por cuanto se refiere al Juicio bi-instancfal, mencionarenos que: por lo­

que hace a la sustancia del tipo del acto que se reclame no ha cambiado en s'i, pe­

ro el legislador Constituyente si menciona el término de una hora para oi'r a cada-
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una de las partes sus alegatos, después de la audiencia en la que se recabara el -

infonne de la autoridad respons~bl"', y se recibieran ias pruebas, término que con­

las diversas refonnas planteadas, ha quedado derogado. Adenás, cabe hacer la in-­

dicación de que el artículo 107 vigente de nuestro Pacto Federal, no hace mención­

que la sentencia causaría ejecutoria si los interesados no ocurrían ante la Supre­

ma Corte de Justicia dentro del término que se fijaba, como así lo dictaba el artJ. 

culo en un princip!o; por lo que el actual texto en lo conducente dice: 11 VJII.-­

Contra las sentencias que pronuncien los Jueces de Distrito, procede la revisión.­

De ella conocerá 1 a Suprena Corte de Justicia: a}. - Cuando se impugne una 1 ey por 

estimarla inconstitucional. b).- Cuando se trate de los casos comprendidos en las 

fracciones 1I y 111 del articulo 103 de esta Constitución. c}.- Cuando se reclamen 

del Presidente de la República por estimarlos inconstitucionales ,reglamentos y en 

materia Federal expedidos de acuerdo con el artículo 89 fracción l de esta Consti­

tución. d).- Cuando en materia agraria, se reclamen actos de cualquier autoridad y 

afcctena núcleos ejidales,comunales en sus derechos colectivos o a la pequeña pro­

piedad. e).- Cuando la autoridad responsable en amparo acininistrativo, sea federal 

con las limitaciones que en materia de Cllllpetencia establezca la ley y f) .- Cuando 

en materia penal se reclamen solamente la violación del artículo 22 de esta Consti 

tución. En los casos no previstos en los incisos anteriores, así como en los am-­

paros pranovidos contra actos de las autoridades adninistrativas constituidas con­

fonne a la fracción V l, base primera del articulo 73 de esta Constitución, conoce­

rán de la revisión los Tribunales Colegiados de Circuito y sus sentencias no a<lni­

tirán recurso alguno." 



Il.- LEY DE l\~PARO ACTUAL. 

Posterior a la pranulgación de la Constitución de 1917, el día 18 de oc­

tubre de 1919, se expidió, la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Consti­

tucionales, conocida con el ncmbre de Ley de Prnparo, que tuvo el carácter de prim~ 

ra ley reglanentarla del Juicio de f.mparo. 

Entre los preceptos de mayor importancia consideramos citar el artículo­

primero de dicha ley, que reglamenta la procedencia general del Juicio de Anparo,­

aunado a lo que establecen los art'ículos segundo y tercero de la misma, en donde -

se preceptúan los principios de relatividad de la sentencia e iristancia de parte! 

graviada, los cuales transcribimos textualmente: 

ºArtículo lo.- El Juicio de ffnparo tiene por objeto resolver toda contra 
versia que se suscita: 1.- Por leyes o actos de la autoridad que violen 
las garant'ias individuales. 11.- Por leyes o actos de las autoridades­
de éstas, que invadan la esfera de la autoridad federal. Articulo 2o.­
El juicio de amparo se substanciará observando las fonnas y procedimien 
tos que detennina esta ley y la sentencia que en él se pronuncie, sólo:­
se ocur.ará de individuos particulares, limitándose a ampararlos, orote­
gerlos en e 1 caso especia 1 sobre e 1 que verse 1 a queja. sin hacer a lgu­
na declaración general respecto de la ley o acto que la motivare. Arti'­
culo 3o,- El Juicio de Prnparo sólo puede promoverse y SE!']Uirse por la -
parte a quien perjudique el acto o la ley de que trata de un acto que -
corresponda a una causa criminal." (8) 

Cano ya fue reiterado, en dichos artículos se plasman los principios de 

instancia y el de relatividad de la sentencia5 1 lo cual en la actualidad se encue!!. 

tran previstos en las fracciones I y Il del articulo 107 Constitucional. 

Posterjonnente, el 10 de enert· de 1936, se publicó en el Diario Oficial 

una nueva Ley Orgánica de los articulas 103 y 107 de la Constitución Federal, fe--· 

(8) LEY DE A~PARO DE 1919. Editorial Oficial. ~éxico. pp.15-16. 
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chado el 30 de diciB"llbre de 1935, entre otras refonnas que se introdujeron en la -

tramitaci6n del Juicio de Anparo 1 en esta ley, es la de la procedencia del amparo­

directo ante la SuprEJJla Corte de Justicia de la Nación, cuando se pranovla en con­

tra de sentencias definitivas dictadas en juicios civiles o penales, por violacio­

nes can et idas durante la secuela del procedimiento o bien en la sentencia misma. 

Asimismo es en 1950 cuando la. aludida ley de .tmparo, es refonnada con el 

objetivo de tenninar con el rezago de amparo pendiente de resolución en la Suprena 

Corte creándose para este propósito la Sala Auxiliar. Lo más importante de dichas 

refonnas fue la creación de los Tribunales Colegiados de Circuito, a los que se -­

concedió cooipetencia para conocer de los Juicios de ~paro directo promovidos en -

contra de St!ntencias definitivas d1ctadas en los juicios civiles, penales, y lau -

dos de las Juntas de Conc i l i ación y Arbitraje cuando se cometieran vi o 1 ac ione:s du­

rante la secuela del procedimiento, que afectaran las defensas del quejoso y tras­

cendiera el reo;ultado del fallo, reservando a la Suprena Corle de Justicia el conQ. 

cimiento de los juicios de amparo que se promovieran, también contra sentencias d~ 

finitivas en materia civil, penal y laudos cuando las violaciones se cometieran en 

la sentencia misma. 

Por decreto de 30 de dicienbre de 1983, publicado en el Olario Oficial el 

16 de enero de 1984 y por cuanto hace a las refonnas que más sobresalieron del am­

paro indirecto figuran: en el articulo 120, se derogó su segundo párrafo, el cual­

citaba que la dsnandano se tendría por presentada mientras el quejoso no exhibiera 

las copias a que se refiere el párrafo anterior, y una vez transcurrido el ténnino 

de tres días si el quejoso no le diera cumplimiento al requerimiento, se tendría -

por no interpuesta la denanda. Adanás con la refonna al articulo 131 1 se amplia -

el ténnino para lá audiencia incidental en 72 horas, lo cual antes de la misma, --. 

dicho precepto tenia un ténnino de 46 horas para la celebración de ésta. Por su -

parte el articulo 142, establece en cuanto al incidente de suspensión que cuando -

se interponga el recuqo de revisión, contra la suspensión definitiva, el Juez de­

Distrito renitirá el expediente original al tribunal Colegiado de Circuito, y no -
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ante la Suprema Corte de Justicia, como lo establecla dicho precepto antes de su-­

refonua. En cuanto hace al numeral 149 se crea el último párrafo el cual dice que 

si •1 lnfonne con justificación es rendido fuera del plazo que seílala la ley (cin­

co días, sera tcrnada en cuenta por el Juez de Distrito, s1enpre que las partes ha­

yan tenido oportunidad de conocerlos y de reparar las pruebas que lo desvirtúen. -

Toda vez que tal articulo cita que en caso de no ser rendido el infonne de que se­

trata por aquél la, el acto reclamado se presume cierto, aden§s de que también se -

prevee que queda a cargo del quejoso la pn.Jeba de los hechos que detennine su in -

constttucionaltdad, cuando dicho acto no sea violatorio de garantías en si mismo,­

sino que su constitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en que se -

haya fundado el propio acto. 

Cabe destacar que entre las refonnas de 1986 a la Ley de Prnparo, es re­

levante que el artículo 76 bis crea la deficiencia de la queja en las diferentes -

materias al manifestar que las autoridades que conozcan de un juicio de amparo de­

berán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la dananda, asi como­

los agravios fonnulados en los recursos que la ley de amparo establezca. El artí­

culo mencionado en su fracción 11, alude a que en materia penal, la suplencia ope­

rará aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo, lo cui\l 

en la práctica judicial, raras veces sucede, que no se expongan los agravios de -­

que se trate. 

Ahondando en nuestro tena, es necesario, hacer la mención que entre las­

leyes que regulan competencia y atribuciones de las autoridades que resuelven con­

troversias planteadas en un juicio de garantías constitucionales, se encuentra la­

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la cual se encuentra vigente en­

la actualidad, misma que fue publicada en el Diario Oficial de la Federación del -

10 de enero de 1936, y su texto ha sido reformado en veintitrés ocasiones entre -­

las cuales destacan las reformas de 1950 y 1968 lo que ha originado la necesidad -
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de incluir artículos adicionales a su texto y derogar otros, por lo que se presen­

taba dicha ley con una imagen inadecuada de técnica legislativa. Es decir, ante -

rionnente el contenido del capitulo 111 bis de la ley vigente integrado por losª!. 

tlculos 1 bis a 10 bis pasan a ser el capítulo IV, integrado por los artículos 38-

a 47 dedicados a los tribunales Colegiados de Circuito¡ en el artículo 44 se hici! 

ron las refonnas correspondientes para que los Tribunales Colegiados de Circuito -

conozcan de la Constitucionalidad solamente de reglirllentos autónomos y municipales 

y de actos concretos de autoridad y para que conozca íntegramente de la manteria -

de legalidad, cano lo ordena las nuevas disposiciones Constitucionales. Asimismo, 

en el capitulo V, relativo a los Juzgados de Distrito 1 que señalan en el articulo­

correspondiente las competencias de aquéllos en materia penal, adninistrativa etc. 

asi como los casos en que se interponga un recurso de revisión en contra de una .. _ 

sentencia dictada por un Juez de Distrito en materia de asnparo. 



CAPITULO III 

·EL AMPARO INDIRECTO 
lG~ERALlDADESJ 

l. CASOS DE PROCEDENCIA 

Il. TRAMITE EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO O BI-INSTANCIAL 



CAPITULO 111 

EL AMPARO INOIRECTO 
(GENERALIOAOES) 

l. CASOS OE PROCEOENCIA 

En el presente capítulo, tratarenos del amparo indirecto, mismo que ant!t 

terfonncnte se ha enfatizado, es también, conocido cooio amparo bi-instancial, ya -

que se promueve directamente ante los juzgados de Oistrito, o bien como lo dispQ_ -

nen los diversos artlculos 37 y JS6 de la Ley de llnparo; esto es: "Artículo 37 .- -

La violación de las garantías de los artículos 16 en materia penal, 19 y 20 fraE_ -

cienes VIII y X, párrafos primero y segundo de la Constitución Federal, podrá rg_-­

clamarse ante el Juez de Distrito que corresponda o ante el Superior del Tribunal­

que haya canetido la violación. Artículo 156.- En los casos en que el auejoso i~-­

pugne la aplicación por p21rte de la autoridad o autoridades responsables de leyes­

declaradas i nconst ituc iona les, por la jurisprudencia decretada por 1 a SuprE!tla Cor. 

te de Justicia o, en aquellos otros a que se refiere el articulo 37 ... " (9) 

Pues así las cosas, es necesario volver a recalcar que el articulo 107 -

de nuestro Pacto Federa 1 , en su fracción _VII regu 1 a 1 a procedencia Const i tuc iona 1-

del llnparo Indirecto y el cual no se transcribe por haberlo hecho con anterioridad 

en el capítulo que antecede. 

Por otr lado, el articulo 114 de la Ley de llnparo establece los casos de 

procedencia de ~ste tipo de juicio de garantias, mismo que postula diversos supue~ 

tos: 

'[9"/TE"Y OE N1PARO REFO!llAOA. Editorial Oficial. México. 1989, pp.330-360 • 
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"l.- Contra leyes federales o locales, tratados intermicionales, rQJla­
mentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la .. 
fracción l del articulo 89 Constitucional, reglamentos de leyes loca -
les ex.pedidos por los gobernadoresde los Estados u otros reglamentos,­
decretos o acuerdos de obscniancii general, que por su sola entrada en 
vigor o con motivo del primer acto de aplicación, cause perjuicio al -
quejoso. 11 

la disposición transcrita canprendc la procedencia del mencionado tipo 

procedimental de amparo, para im¡xJgnar tanto auto-aplicativas cano las hotoro-a --

plicativas, "leyes~ por contener normas jurídicas abstractas, impersonales y gene­

ra 1 es, cano son 1 os trata dos Internaciona 1 C!S, decretos, y acuerdos de observancia­

genera 1. La prescripción Constitucional de la cual deriva la fracción I, del artí-

culo 114 de la ley SUprena. 

"II.- Contra actos que no provengan de Tribunales Judiciales, adninis -
trativos o del trabajo. En estos casos, cuando el acto recla'llado ananc 
de un procedimiento seguido en forma de juicio el amparo sólo podrá -­
pranoverse contra la resolución definitiva por violaciones ca11etidas 
en la müma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de és 
tas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso, o privado de los 7:. 
derechos q.ie la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo -
sea pranovido por persona extraña a la controversia". 

De lo anterior, se deduce que el criterio que sirve de base a esta di§. 

posición para imputar la competencia a los Jueces de Distrito consiste en la natu­

raleza fonnal de las autoridades, es decir, si los actos provienen de cualquier•!!. 

toridad administrativa o legislativa, y con independencia de la fndole de tales ªf 

tos el juicio de anparo, deberá pranoverse ante un Juez de Distrito. Adenás se con 

tenpla el sup.1esto de que se reclanen actos dentro de un procedimiento que juris -

diccionalmentc se siga ante autoridades administrativas, debiéndose impugnar las -

violaciones que produzca al ejercitarse la acción Constitucional contra la resolu­

ción definitiva que hª dicho procedimiento recaiga, salvo que tales actos afecten­

ª personas ajenas al citado procedimiento, en cuyo caso son impugnables en sí mis­

mos por el tercero afectido. 
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"111.- Contra actos de Trib•Jnales judiciales, adninistrat~vos o del tra­
bajo ejecutados fuera del juicio, o después de concluido". 

Sin embargo la Suprena Corte ha sentado Jurisprudencia en el sentido de 

que por"juicio" para los efectos del 001paro debe entenderse el procedimiento con -

tencioso desde que se inicia en cualquier forma hasta que quede ejecutado la sen -

tencia definitiva.(10). 

De acuerdo con esta consideración jurisdiccional el amparo indirecto s§. 

lo procederá contra los actos enana dos de una autoricad judicial que se real icen -

con posterioridad al acto o en el mcinento en que se consume la ejecución de la sen. 

tencia definitiva. Por ende, no serla materia de dicho amparo, aquéllos actos en -

que consista la ejecución de dicha resolución, puesto q..ie según el criterio de la­

Corte forman parte del juicio. Ahora bien, es de anotarse que la Jurisprudencia -

aludida se contrapone con el espíritu del legislador que insertó en la fracción tl 

del articulo en cita, ya que el segundo párrafo del mismo indica que el am¡Jaro in­

directo procede contra actos de ejecución de sentencias, lo que quiere decir que -

éstos no fonnan parte del juicio, por lo que el propósito que se quiso dar a ente!!. 

der consistió no cano la Jurisprudencia lo dictamina, sino que, se conceptúa ccrno-

11juicio11 el procedimiento contencioso que concluye con la sentencia definitiva, -­

respecto de cuyos actos sí procede el amparo directo, de ahí que se encuentre r.l - · 

fin para insertar el segundo párrafo. Además el leqislador concluye que los actos 

de ejecución de sentencia se reputan realizados después de CllTiplido éste, como lo­

señala el segun.:lo párrafo que dice: " si se trata de actos de ejecuciór de senten­
cia sólo podrá pranoverse el amparo contra la última resolución dictada en un pro­
cedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma denanda las denás violacio­
nes c001etidas durante ese procedimiento, que hubiere dejado sin defensa a1 quejo -
so". 

11 IV .- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las ca -
sas una ejecución que sea de imposible reparación." 

Por lo que de una interpretación jurídica aludimos, que el amparo indires 

iTOírlsi lo ha sostenido la Jurisprudencia de la Suprana Corte en la tesis 43 del-
~g~gfü~ f~¡!'."'~e~~~;!\al~~is 22 de la CCJnpi1ación 1917-1966- y tesis 23 del 
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to confonne a esta fracción, es procedente para evitar, que por un acto judicial.­

se produzcan situaciones flsicamente irreparables para las partes o para los bie-­

nes materia de controversia. Argumentando que son muy raros los casos en que pro­

cediera este supuesta, por ejemplo en el caso de que, se ordenara la privación de­

la vida de un sujeto o la destrucción de un objeto en especie na fungible por un -

proveido que se dictase dentro de un procedimiento judicia 1, lo que ocurrida ins.§. 

litamente y en una hipótesis de notoria arbitrariedad. 

Además de lo que deduzco que la fracción IV del articulo 114, la dispos.!. 

ción relativa se aplicada muy excepcionalmente en la práctica. por ser casi todos 

los actos procesales dentro del juicio, reparable juridica y materialmente, tanto~ 

por medio de defensas legales pertinentes, misma resolución que es atacable por un 

juicio de amparo. 

"Y.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a -­
personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afect~_­
do algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener oor efes_ 
to modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de -­
tercería". 

Por lo que respecta al tercero extraño entenderenos dentro de un jui -

cio, como aquella persona moral o física distinta de los sujetos de Ja controver -

sia que en él se ventilen; por lo tanto, la idea de "tercero extrañoº es opuesta -

a la de 11 parte" procesal. Oe tal fonna el amparo indirecto o bi-instancial es prg_ 

cedente en favor del tercero extraño a un juicio, que sea afecti'.do por actos que .. 

se ejecute dentro o fuera de él. Ahora bien, según lo ha establecido la Suprema -

Corte. debe considerarse "tercero extraño a juicio", el sujeto danandado que no h!:!_ 

biere sido legalmente anplazado para contestar la demanda y que, por tal motivo, -

no se haya apersonado por modo absoluto en él. 

"VI.- Contra leyes o actos de autoridad federal de los: Estados, en 1os-· 
casos de las frccciones II y 111 del artlculo primero de esta ley", 
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De ello se concluye, que tal precepto es reglamentario de las fraccio -­

nes !! y 11! del artículo 103 Constitucional, que se consignan la procedencia del­

JuJcio de amparo, por "invasión de soberanías". En este caso podanos notar que el 

quejoso no es el Estado o la Federación cuyas órbitas de c001petencia se vean vuln!, 

radas recíprocamente, sino el individuo, la persona moral o física a quien se le -

infiere un agravio por medio de esa vulneración de competencia. Por lo contrario­

cuando no es el particular agraviado quien ataca el acto en que se hubiere traduci 

do la innovación del sistema de competencias entre las autoridades federales o lo­

cales. sino la Federación o un Estado los que cerno entidades políticas impugnan la 

actuación lesiva de su competencia respectiva, el medio correspondiente no C5 el -

Juicio de Mlparo, sino una acción sui-generis de la que conoce la Suprema Corte en 

Tribunal Pleno, de acuerdo con lo establecido por la fracción ll del articulo 11 -

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Al respecto es el partic!'. 

lar quien mediante el Juicio de Amparo, impugna la ley o el acto en que se haya 

traducido la invasión de soberanías entre las autoridades federales y locales. 



11.- TRA~!TE EN EL JUICIO DE AMPARO 
JlliilRfCTO o B 1 - rns TAll'Cíi\C----

Cooio ya henos citado anteriormente los actos contra los cuales procede -

el amparo indirecto, en el presente -destacaremos con toda claridad y mencionarooos 

espectficamente cada una de las estapas que deben surtirse para su debida tramita­

ción. 

Por lo que respecta a la d811anda, Arel lana García sostiene: "En el juj_ -

cio de amparo. la denanda es el acto procesal del quejoso en virtud del cual ejer­

cita la acción de amparo para solicitar la protección de la justicia federal, al -

estimar que uno o varios actos reclamados de una o varias autoridades responsables 

violan sus garantias individuales o sus derechos derivados de la distribución cooi­

petencial entre Federación y Estadosº. (11} 

De lo anterior se deduce que el quejoso quien ejercita la acción de am­

paro al violarse sus garantias individuales por una o varias autoridades del Esta­

do, por tal motivo éste promueve juicio de garantias ante el Poder Judicial de la­

Federación, a través del Tribunal Colegiado de Circuito o del Juzgado de Distrito; 

cabe hacer la mención de que cuando el quejoso es un rnenor de edad, deberá ser a -

sistido de un tutor que lo represente o de la actuación de los que sobre él ejer -

cen la Patria Potestad, aconteciendo igual con los que se se hallan en estado de -

interdicción. 

Por otra parte, el agraviado y tercero perjudicado podrán autorizar para 

oir notificaciones en su n001bre, a cualquier persona con capacidad lel)al, quien -­

\iiTARELLANO GARCIA, CARLOS. El Juicio de l\nparo. Editorial Porrúa, 2a.ed.México 
l9B2. pp. B2. 
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qiedara facultada para interponer los recursos que proceda, ofrecer y rendir prue­

bas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir que -

se dicte sentencia para evitar la consllllación del término de caducidad o sobresei­

miento por inactividad procesal, así cano realizar cualquier acto que resulte ser­

necesario para la defensa de los derechos del autorizante, lo anterior lo podcmos­

canprobar en lo dispuesto por el articulo 27 de la Ley Reglamentaria respectiva. 

Respecto a la fonna del criterio de la demanda del Juicio de amparo Indi 

recto, el artículo 116 de la Ley de klparo, dispone que ésta debe formularse por -

escrito, es importante mencionar, que cuando los actos reclamados consisten en pe­

ligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, fUera del procedi -

miento judicial, deportación, destierro o en algún hecho prohibido por el articulo 

22 Constitucional, la dm1anda de amparo podrá fonnularse en comparecencia tr•nfonne 

a lo dispuesto por el precepto 117 de la ley de la materia. 

Ahora bien, respecto al contenido que debe tener el escrito de 1,, dlman­

da del citado illlparo, el articulo 116 de la Ley invocada, nos marca la estructura­

que se le debe de dar, en cuanto a la formalidad de la misma. 

Por consiguiente a la denanda de amparo debe necesariamente recaer un ª! 

to o proveido judicial, independienteTiente del sentido o contenido del mismo. den.Q. 

minándole 11 auto inicial" o 11 auto cabeza del procedimiento constitucionalº para 11! 

mar al proveido judicial que recae, este se manifiesta en tres especie a saber: e~ 

mo una resolución que acepta o actnite la dananda, cano la que la desecha y como la 

que la manda a aclarar.- Se desprenda claramente del artículo 145, que el Juez -

de Distrito debe de analizar el escrito de dananda, si encontrara algún motivo de­

improcedencia, se desechará ésta, lógicamente sin suspender el acto reclamado. 

Podlmos ver que el articulo 146 nos habla del auto aclaratorio, mismo -­

que se da porque se encontrara alguna irregularidad en la dananda , que faltara -

alguno de los requisitos establecidos por el articulo 116 de la Ley de Pinparo, que 
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no se hubiese expresado con pre<:isi6n el acto recla'T!ado y que en el escrito de la­

denanda no se hubiese anexado las copias respectiva~ confonne al articulo 120 de -

este orden110iento. Asimismo el Juez de Distrito podrá requerir lo antes citado -­

cuando se trate de actos que efecten los derechos patrimoniales del quejoso; fuera 

de los casos a que se refiere el párrafo anterior, transcurrido el ténnino señala­

do sin haberse dado cumplimiento a la providencia relativa, el juez mandará correr 

traslado al ministerio públ ico 1 por ve1nticuatro horas y en vista de lo que éste -

exponga adnitirá o desechará la demanda, dentro de otras veinticuatro horilS según­

fuera procedente. 

Una vez que se ha citado el contenido de un auto de desechamiento, así -

cano el diverso auto aclaratorio, verenos el auto aánisorio del que nos habla el -

pri11er párrafo del precepto 147 de la Ley respectiva, en el cual el juez de Distr! 

to ~ci'iitirá la demanda, pedirá infonne con justificación a las autoridades respon­

satle; J t.ará saber dicha denanda al tercero perjudicado, silo hubiere, y dictará­

las d'!1á:. providencias que procedan con arreglo a la Ley. 

El mineral 149, destaca la obligación de las responsables de rendir su -

informe con justificación dentro del ténnino de cinco dias, el cual al criterio -­

del juez puede ampliarse hasta por otros cinco si estimare que la importancia del­

caso lo aíilerita con anticipación que pennita su conocimiento por el quejoso, de -­

hiendo rendir ocho dlas antes de la celebración de la audiencia. Se señala tam -­

bién en este precepto para la responsable la necesidad de que en su infonne expon­

gan las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la - -

Constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio; debiendo a -­

canpañar en su caso, copia certificada de las constancias que sean necesarias para 

apoyar dicho 1nfonne. CC1110 sanción para el evento de la anisión de tal infonne, -

la propia ley, en el artículo citado, establece la presunción de ser cierto el ac­

to reclamado sobre prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso la prueba de-
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los hechos q~e detenninen su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea viola-­

torio de garanttaa en si mismo, estableciendo también una multa de diez a ciento -

cincuenta d1as de salarlo a la autoridad omisa. 

Cuando el quejoso impugne a las autoridades responsables la aplicación -

de leyes declaradas inconstitucionales, o cuando la violación de las garantías de­

los articulas 16, en materia penal, 19 y 20 fracciones 1, V 111 y X párrafos prime­

ro y segundo de la Constitución Federal, el infonne será de tres dlas improrroga -

bles y a la celebración de la audiencia, la que se señalará dentro de diez dlas -­

contados desde el d'ia siguiente al de la admisión de la demanda, de acuerdo al ar­

ticulo 156 de la materia. La abstención de la autoridad responsable en cuanto a -

la rendición de su infonne justificado, produce la consecuencia sancionadora pre • 

vista en el cuarto ~árrafo del precepto antes señalado. 

Procederenos a ver la audiencia Constitucional, las cuales cregno5 que 

es el acto más importante dentro del procedimiento del juicio de ftmparo1 puesto 

que en ella se ofrece y desahogan las pruebas aducidas por las partes1 se fonnulan 

los alegatos y se dicta la resolución o sentencia. 

Para el maestro Alfonso Noriega, la misma significa:"el acta· en que el -

Juez o Tribunal oye a las partes y recibe las pruebas¡ es decir a la reunión de -­

las partes1 con el Juez para que éste 1 de acuerdo con los principios de concentra­

ción del procedimiento y de irvnediatez de las actuaciones reciba las pruebas, asl­

c:ano los alegatos, si estos son por escrito, y finalmente dicte la sentencia que-­

corresponda" ( 12) 

Por lo que respecta al Doctor Ignacio Burgoa, define a la audiencia - -

Constitucional en los siguientes términos: "cono un acto procesal, un m~ento que-

(12)UOR1EGA JR. ALFONSO. Lecciones de /lmparo. lditorial Porrúa. 2a.ed. México - -
1980. p.625, 
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tiene lugar dentro del procedimiento, en el cual se ofrecen, desahogan las pruebas 

aducidas por las partes (oralidad). se formulan por éstar los alegatos en apoyo de 

su!> respectivas pretensiones, y se dicta el fallo correspondiente por el órgano de 

control que resuelve el juicio de amparo en el fondo, que soluciona la cuestión -­

constitucional suscitada o que decreta el sobreseimiento del mismo {13). 

Aun y cuando no se establece explicttamente en la Ley de Airparo, laª!!. -

diencia constitucional en el juicio de mérito, se c001pone de tres períodos, el prQ. 

batorio, el de alegatos y el de la sentencia. Por lo que respecta el ofrecimiento 

de pn.ieba y desaho,Jo de las mismas el artículo 150 establece que existe un princi­

pio liberal, en el sentido de que puede aducirse y admitirse todos aquellos medios 

que pra<!uzcan convicción en el juzgador. Por otra parte, el artículo 151 dispone­

c;u'? 1;i.s pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia del juicio, excepción 

tt:rn d•· la docunental Que pueda presentarse antes, sin perjuicio de que se haga -

reli:iór, de ella en la audiencia. Este mismo precepto, nos indica, con claridad -

C()ll'l ;J'Jf:Gen y deben rendirse las pruebas testimoniales o pericial, previniendo que 

deberár. anunciarse con cinco días de anticipación al día señalado para la aud1e.D. -

cia. En cuanto al período de alegatos, el articulo 155 previene que las partes -­

plledan hacerlo por escrito las argUl\entaciones que crean necesarias, apoyándose en 

la lógica y en el derecho para sostener lo establecido ya sea en su dananda, infor.. 

me justificado o del tercero perjudicado. 

Es oportuno, hacer incapié, que la audiencia constitucional de acuerdo -

al articulo 152, puede ser diferida o aplazada, c~ando los funcionarios autorid! -

des no hayan expedido las copias o ducumentos que obren en su poder y que pretenda 

rendir CtJTIO pn.ieba en la citada audiencia el agraviado, asimismo cuando se haya e:!!. 

plazado al tercero perjudicado se hubiere practicado con tal proximidad a la fecha 

de celebración de dicho acto procesal, que la mencionada parte no disponga del tér_ 

m-wRGOA, IG!IACJO. El Juicio de .amparo. Editorial. Porrúa. 14 ed. México. 1988. 
p. 664. 
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mino de cfoto dlas anteriores a él para anunciar sus pruebas, por tales circunstan. 

cias el quejoso quedada en estado de indefensión. Por último y de acuerdo a lo -

indicado en el artlculo 153 del precepto ordenado, la suspensión de dicha audien -

cfa se da cuando durante su transcurso se presente un docunento por alguna de las~ 

partes que sea objeto de falso, el Juez podrá suspender la audiencia para conti -­

nuarla dentro de los dlez días siguientes. 

De tal fonna, es procedente cuando por su propia naturaleza, se desahoge 

en ella la prueba de inspección ocular que tenga que practicarse fuera del local -

del juzgador o fuera de la jurisdicción del Juez de Distrito. 

Una vez concluldo dentro de la audiencia constitucional, la etapa proba­

toria, la formulación de los alegatos, tiene la pronunciación del fallo o sente!!. -

cia, que deberá ser en la misma audiencia, aún y cuando en la práctica esto no es­

posible, puesto que generalmente por el cl.Ínulo de trabajo que tienen los Juzgados­

de Distrito, no es posible dictar la resolución una vez concluida la audiencia, sin 

enbargo, posteriormente, dictan la resolución y al fin de ella, insertan la frase­

"hasta que las labores del juzgado lo pennitieron". 

Hencionarenos ya que es de su:na importancia al Fiscal Federal. mismo que 

es parte er. el Juicio de Mparo, ya que representa el interés social y puede adhe­

rirse a cualquiera de las partes o en su defecto puede sustentar su punto de vista 

lndep•ndiente, y slenpre en el auto de actnislón de la denanda se le dará la inter.­

vención que le corresponde. 

Respecto al tercero perjudicado, desde el auto aOOiisorio de la denanda -

se ordenará por el juez de Distrito su '3llplazam1ento haciéndole saber, mediante n.Q_ 

tlficación personal la interposición de la denanda, la actnisión de la misma, la f~ 

cha de la audiencia constitucional y se le entregará copla de la denanda por CO!). -
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dueto del actuario del juzgado.-

los terceros perjudicados y el fiscal federal pueden ofrecer pruebas, -­

pueden alegar verbalmente o por escrita o interponer los recursos que procedan. d!_ 

da su calidad de partes que se encuentra previsto en las fracciones 111 y IV del -

articulo So de la ley de hnparo. 



CAPITULO IV 

ACTOS RECLA:~ABLES EN EL AMPARO INDIRECTO 
~N MATERIA PENAL Y LA SUSPEllSIOfií.iJrPi«lITDA 

1.- LA ORDEN DE APREHE/lS ION 

11.- EL AUTO DE FORMAL PRISION 

111.- LA SUSPENSION EN EL A~PARO INDIRECTO 
EN MATERIA PE/lAL. 



CAPITULO lV 

ACTOS RECLN-IABLES EN EL A'IPARO lNO!RECTO 
EN MATERJA PENAL Y LA SUSPEllSlON QUE PROCEDA 

Una vez QUE. se ha delimitado la cCt11petencia de un Juz11ado de Distrito en 

.'1ateria Penal, por lo que hace al conocimiento de los Juicios Constitucionales que 

se pr011ueven ante estos, es decir, A'IJparos Bi-instanciales o Jndirectos CCJrro lo e1 

tablece tanto Nuestra Carta ·~agna; la Ley de P-mparo vigente y la Ley Orqánica del­

Poder Judicial de la Federación, así como las Leyes aplicables que se han citado -

en pág,inas anteriores; en tal virtud, en el presente trota avocaremos los actos que 

se reclaman en un Juicio Constitucional Indirecto, CCJTIO lo son: una Orden de - - -

Aprehensión, Auto de Fosmal Prisión; así cOOJo también cuando el acto que se recla­

me importa peligro de la privación de la vida, ataques a la libertad personal fue­

ra del procedimiento. 

f. ~A ORDEN DE APREHENS 1011 

Esta regulada por el articulo 16 de Nuestro Pacto Federal, atendiéndose­

como tal el mandamiento judicial Que consiste en la privación de la libertad de -­

una persona, poniéndola bajo su custodla con el propósito de que esta quede sujeta 

cautelanncnte a un proceso. 

Refiriéndose esto a la privación de la libertad que guarda una persona -

y de tal foma sufrida en tlJJ)pl\miento de una pena corporal. 

Conviene aclarar que para los constituyentes, al iqual que sianpre ha -­

ocurrido con el hanbre tO'llún, no había diferencia entre aprehensión1 detención o -
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prisión. Las tres expresiones eran y son sinónimos entre st, y ninguna de las dii 

tinciones técnicas hechas posterionnente por los estudiosos de la letra de la Ley­

ayuda a esclarecer el precepto constitucional o aporta beneficio alguno. 

En la segunda parte del propio precepto 16, se dicta que 11toda orden de­

aprehensión o detención librada en contr"a de un individuo, emane solamente de Autg, 

ridad Judicial'1 ;tal autoridad m.1nca debe proceder de oficio al librarla¡ toda vez­

que para tal efecto, a priori a dictar una Orden de Aprehensión, deberán llenado -

11 sine qua non" los requisitos que enuncia nuestro propio Pacto Federal y que se h! 

cen consistir en: denuncia, acusación, querella, refiriéndose la doctrina, por lo-

que hace al primer concepto cano "la obligación" sancionada penalmente, que se im­

pone a los ciudadanos de comunicar a la autoridad los delitos que saben se han co­

metido o que se están canetiendo, sienpre que se trate de aquéllos que son perse -

guibles de oficio; y en cuanto al segundo y tercer ténnino, asimismo se refiere a-

11la acusación o queja que le ha hecho algún agraviado o que ha cometido algún del! 

to en perjuicio suyo, pidiéndole se le castigue".(14) 

Nuestros antecedentes legislativos y las discusiones habidas en el Seno­

del Congreso Constituyente y salvo las excepciones que la propia Carta Magna, señ! 

la en cuanto a los funcionarios adninistrativos, que este tipo de autoridad si'. pu~ 

den aprehender al delincuente, sianpre y cuando no haya en el lugar ninguna auto -

ridad judicial que lo hiciere, tratándose de delitos que se persiguen de oficio;-­

debiéndolo hacer bajo su más estncha responsabilidad, poniéndolo 1nnediatamente a 

disposición de autoridad judicial. 

A fin de una mayor CClllprensión de lo anterionnente expuesto, es necesario 

(14) GONZALEZ BUS1A~ANTE, JUArl JOSE. Pr1ncip1os de Oerecho Procesal Mexicano. Ed.i 
tor1a1 Porrúa, Ba.ed. :~éx1co. 1935. p.127. 
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delimitar la diferencia de dirigirnos en el lenguaje jurídico c0110 lo que se en -­

tiende por autoridad adninistrativa y de lo que se canprende cono autoridad judi-­

cial, sin anbargo previamente señalaranos cuál ha sido el alcance que tiene el tér. 

mino 11autoridad", encontrando que la rni911a se generaliza cono ''individuo o conjun­

to de individuos que de hecho o de jure, ejecuten actos de carácter legal ,adninis­

trativa o judicial, es decir, es aquél órgano estatal 1 investido de facultades de­

decisión o de ejecución, cuyo desempeño conjunto o separado produce la creación, -

modificación o la extingue de situaciones generales, jurídicas o fácticas, dadas -

dentro del Estado, o su alteración o afectación, todo ello en fonna iinperativa.{15) 

Al fonnular esta definición, me fundo en que todas las autoridades -­

del Estado están conprendidas en los tres poderes: Legislat:ivo, Ejecutivo, y Judi­

cial, por lo cual el concepto general de autoridad ha de ccxnprender a las Er1t ida -

des jurídicas que de un modo u otro realizan las tres funciones en las qtJe :;e r.go­

ta el poder soberano del Estado, 

A canentario, hacenos mención que el Poder Legislativo está int('(}rado 

por un Congreso Federal que se divide en dos Cámaras, la de Diputados, que repre -

senta a la población ciudadana {artículos 50, 51 y 52 Constitucionales), y la de -

Senadores que representa a las Entidades Federativas, incluido el Distrito Federal 

{artículo 56 de la Constitución Federal); el Poder Ejecutivo reside en el Presiden. 

te de la República (artículo 80 Constitucional) y en auxilio en el ejercicio de -­

sus funciones por las Secretarlas y Departamentos de Estado. {artículos 90 y 92 ,­

de la Constitución), por la Procuradurla General de la Repúblic_!!(artlculo 1D2 Con~ 

ti tuciona 1) y por. e 1 Gobernador de 1 Di st rito Federa 1 { articulo 73 fracción V 1) , a­

s i cano por los Organi9"llo descentralizados, enpresas de Estado y FideicCJllisos pú -

TíS)PALLARES, EWARDO. Diccionario Teórico-Práctico del Juicio de hnparo. Edito -
rial Porrúa. México:-Ja":""ed, 1975. p,48, 
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bllcos (artlculos 90 y 93}. Y por último el Poder Judicial Federal está integra­

do por los siguientes órganos: la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tribuna­

les Colegiados de Circuito, TribUnales Unitarios de Circuito, Juzgados de Distrito 

y Jurado Popular Federal.(16) 

Volviendo a nuestro tena es necesario hacer la interpretación de lo que­

el legislador Constituyente cc:mprendió al enfatizar en el propio artíCulo 16 Cons­

titucional que: "sin denora deberá ponerse •. ~· de lo que se desprende que es un­

acierto en el lenguaje que se utiliza, toda vez que no fija ningún término para -­

que la autoridad administrativa entregue al inculpado a la autoridad respectiva, a 

cortrario sensu, si lo fijara, aunque éste fUese breve, dentro del cual se tendría 

que renitir al aprehendido a la autoridad, esto penTJitiría que se mantuviera priv! 

do de la 1 ibertad indebidamente a un detenido, con tal de no rebasar el plazo que­

se fijara, 

Es suficientanente entendible la irmedtatez 1 para dejar establecido que­

QJien aprehende a un delincuente debe de irmediato dar los pasos estrictamente ne­

cesario~ para trasladarlo a una autoridad, 

Sin enbargo no deja de ser sorpresivo el q.Je el párrafo tercero de la -­

fracción XVIII del artlculo 107 de la propia Constitución indique: 11 también será­

consignado a la autoridad o agente de ella, el que realizada una aprehensión, no -

PJS1ere al detenido a disposición de su Juez, dentro de las veintic.uatro horas si­

guientes". 

De lo anterior deducimos que es de gran importancia el ténnino en que d! 

finttivamente debe considerarse que una autoridad y solamente ella, cualesquiera -

que sean las circunstancias del caso, ha incurrido en responsabilidad penal. 

Haciendo un análisis de lo anterior, es. inconprensi b 1 e 1 as detenn i nacio­

nes de algunos Jueces de Distrito, tratándose de las suspensiones de plazo o de o­

ficio a que hac.e mención el artículo 123 de la Ley de Amparo, orden>Jn a las autori 

"(í6JACOSTA R!1'lERO Hlll.JEL. Teorta General del Oerecho Mninistrativo. Editorial Po 
rrúa. 6a.ed. México 1984. pp. 59-60. -
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dades responsables, que dentro de las v-einticuatro horas siguientes a la notifica -

ción del auto suspensional pongan en libertad al detenido o lo consignen a la auto­

ridad canpetente. Toda vez que, si quien aprehendió a una persona, lo hizo CU'll ... -

pliendo una orden de aprehensión debe innediatamente renitir al detenido a su Juez­

ordenacbr pero nunca ponerlo en libertad. Y si se tratara de una detención por ha­

ber sido sorprendido en flagrancia, en los ténninos del artlculo 16 Constitucional­

debe ser entregado a la autoridad ccmpetente de innediato, y no a las veinticuatro­

horas de la detención. 

Los artículos 132, fracción 11 del Código de PrJ cedimientos Penales para el­

Distrito Federal y 195 de canpetencia Federal, ratUican los supuestos jurídicos en 

que una autoridad ·judicial p_Jeda librar una orden de detención entre los cuales fi­

gura que se reúnan los requisitos señalados en el nuneral 16 de la Constitución Fe­

deral de los Estados Unidos Mexicanos. 



11.- ~UTO DE FORMAL PRJSJON 

En esta ocasión trataremos otro de los actos que se pueden reclamar en -

un juicio de amparo bi-instancial, esto es aquel que sea, violatorio de la '1ara!!.-­

tia constitucional preceptuada en el artículo 19 de Nuestro Pacto Federal, consis­

tente en el Auto de Fonnal Prisión. 

Es necesario citar lo que la doctrina ha entendido cano auto de formal 

pf'isión, de ahí que esta se conte;~pla cono ºLa resolución pronunciada por el Juez 1 

para resolver la situación jurldica del procesado al vencerse el ténnino constitu­

cional se setenta y dos horas, por estar cunprobados los elenentos integrantes del 

cuerpo de un delito que merezca pena corporal y los datos suficientes para pres~-­

mir la responsabilidad; sienpre y cuando, no esté probada en favor de1 procesado -

una causa de justificación, o que e:üinga la acción penal, para así detenninar el­

delito o delitos por los que ha de seguirse el proceso" (17) 

Cabe hacer la diferencia de lo que se entiende cuando el auto de término 

constitucional no trata de la fonnal prisión, sino que es un auto conocido cano S!!. 

jeción a proceso: pues bien, éste es la resolución que también establece el cuerco 

del delito y presunta responsabilidad del inculpado así c0010 el tipo del delito -­

por el que se seguira el proceso. Sin embargo a diferencia de un auto de fonnal -

prisión citarenos que el de sujeción a proceso sólo contempla sanciones no privati 

vas de liber.tad o alternativas, es decirs, no se prevee prisión preventiva cano si 

lo hace el Auto de Fonnal Prisión. 

~A RAMJREZ, SERGIO. Derecho Procesal Penal. Editorial. Porrúa. 4a. ed. -­
México. 1983. pp 435 y 436. 
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Más adelante notaremos la importancia de fincar por el memento o de estª­

blecer los requisitos que debe de ccmprender un .auto de fonnal prisión, mismos que 

con reconocidos tanto por la doctrina, y la jurisprudencia de la Corte, c0010 el! -

mento de fondo y de fonna. De ahí que nuestra Constitución General, en su numeral 

19 señala: "Ninguna detención podrá exceder del ténnino de tres días, sin que se -

justifique con un auto de fonnal prisión, en el que se expresará: el delito que se 

impute al acusado, los elenentos que constituyen aquél: lugar, tianpo y circunstan. 

cias de ejecuciOn, y los datos que arroje la averiguación previa, los que deben -­

ser bastantes para cooiprobar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilj 

dad de 1 acusado" ( 18) 

En tal virtud, se colige que los requisitos de fondo serán: la c011proba­

ción del cuerpo del delito y la responsabilidad probable del indiciado y que a si!!!. 

ple canentario sólo expondrenos que la doctrina entiende cooo cuerpo d!l delito la 

realización histórica espacial y tl'ffiporal de los elementos contenidos e:r. la figura 

que describe el delito y por responsabilidad diremos que en términos generales es­

el de deber jurídico del sujeto a soportar las consecuencias del delito; aunado a­

que el artículo 19 Constitucio:-ial entiende por responsabilidad la intervención del 

sujeto en la realización de una conducta. principal o accernria de adecuación tlr,j_ 

ca obviamente la concurrencia de alguna de las cuales excluyentes que cita el artj_ 

culo 15 de 1 propio ordenamiento destruye la responsabilidad. (19) 

Ahora bien, .los requisitos de forma en el auto de fonnal orisión que -­

dictare el. Juez de la causa, son las siguient~s: el lugar, la fecha y hora exacta­

en que se dicta, la expresión del delito o delitos por el que deberá seguirse el -

proceso, así cono también se debe precisar lugar, tiEmpo y circunstancias de ejec!!_. 

~COllST!TUC!ON POL!T!CA DE LOS ESTADOS UIHDOS MEXICANOS. Editorial Trilas. 2a. 
ed. México. 1984. p 19. 

(19) AR!LLA BAS, FERNAllDO. El Procedimiento Penal en México. Editorial. Kratos.­
lla. ed. México. pp 78 y 6. 
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c1ón, asimismo los nombres del Juez y del Secretarlo que lo dicta y autoriza res­

pectivamente. 

De lo anterior, concluirenos que el Juez que conozca de la averfguación­

previa tiene setenta y dos horas para tomar su declaración preparatoria y detenni­

nar su situación procesal, de tal fonna precisando los hechos punibles, pudiéndose 

reclasificar el delito que aparezca ccmprobado, también fijar las condiciones y -­

circunstancias en que se canetió el delito en relación a las pruebas obtenidas, a­

pareciendo en el citado auto el nombre del Jue> que lo dlctii y el Secretario que -

lo asiste. 

Para finalizar, en la COOlprensión a 1os actos reclamados en un juicio -

de amparo bi-instancial, citamos que adenás de una orden de aprehensión, así corno­

un auto de fonnal prisión, también el Juzgado de Distrito en materia Penal, es COI· 

petente para conocer de un acto que se haga consistir en: importe peligro de la -­

privación de la vida, ataques a la libertad personal, fuera del procedimiento, de. 

confonnidad en lo que dispone los numerales 114, fracción V de la Ley de fmparo; -

20 fracción 11, 103 fracción 1, 107 fracción V 11 de 1 a Const ituc Ión Federa 1 ; te -­

ni éndose por el mCltlento la indicación que para algunos doctrinarios del Derecho, -

se entiende• ccmo incc:rnunicación, a saber: 11 la situación de una persona privada de 

libertad a la que se prohibe toda relación con cualquiera otra, salvo que se trate. 

de funcionario, que por razón de su cargo deba ccwnunicarse con e11a 11
• 



111.- LA SUSPENSION EN AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL. 

Es de importancia estudiar la suspensión del acto reclamado, puesto que­

su principal objetivo es mantener viva la materia del amparo evitando la consuna -

ción del acto reclamado, toda vez que al ejecutarse dicho acto harta imposible re~ 

tituir en el 9oce de la garantía violada la reparación de los daílos y perjuicios -

que se causen al agraviado con dicha ejecución. 

Por lo que consideramos citar primeramente el concepto de la suspensión­

del acto reclamado, entendiéndose como 11 aquél •proveído {auto o resolución que co!l 

cede la suspensión de plano y oficiosa, provisional o definitiva). creadora de una 

situaciór. de paralización o cesaciól11\ temporalmente limitada de un acto reclamado­

de carácter positivo, consistente en impedir para lo futuro el conienzo o inicia -

ción, desarrollo o consecuencia de dicho acto, a partir de la mencionada paraliza­

ción o cesación, sin que se invaliden los estados o hechos anteriores a éstas y -­

que el propio acto hubiese provocado, 11 (20) 

De lo anterior deducimos que el objetivo principal de la suspensión del­

acto reclamado es la de paral 1zar o detener el acto reclamado qu~ la autoridad re1 

pensable pretende hacer valer en perjuicio del quejoso, dicha paralización es tem­

poral hasta que se resuelva en definitiva el fondo del amparo. 

Una vez citado el concepto de la suspensión del acto reclamado, conside­

ramos manifestar los elenentos que lo integran a saber: 

(20) BURGOA, IGNACIO, Op, cit. p. 709. 
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1 "La suspensión del acto reclamado tiene por objeto la paralización de -

las cosas, es decir, si al quejoso se le otorga la suspensión, la autoridad respo.!!. 

sable debe acatar dicha disposición, puesto que de ejecutarse dicho acto, .el ampa­

ro queda ria sin materia, sin perjuicio de la responsabilidad que le corresponde a­

la responsable. 

2.- La suspensión se puede decretar por dos situaciones diferentes, la -

primera será de oficio lo cual se detennina que en caso de que el acto reclamado -

se llegase a ejecutar, haría físicamente imposible restituir al quejoso la garan -

tia violada; la segunda situación es la suspensión que solicita el quejoso, la cual 

consituye la dificil reparación de daños y perjuicios que causen al agraviado. 

3.- La suspensión tiene efectos tenporales, o sea, prevalece hastJ en -­

tanto no se dicte resolución definiti''ª en el Juicio de Amparo. 

4.- El incidente de suspensión se tramita en tanto que se ventila el prf!_ 

cedimiento del amparo, o sea, no se puede solicitar dicha suspensión, ni antes de­

interponerse el juicio de amparo ni después de haber resolución definitiva en el -­

mismo. 

C0010 ya hemos referido en líneas anteriores el objetivo esencial de la -­

suspensión del acto reclamado, es mantener viva la materia del amparo, o sea, para­

lizar la ejecución del acto reclamado, que puede constituir una imposible restitu -

ción al quejoso de la garantía violada, o una dificil reparación de los daños y pe!. 

juicios que se ocasionaran al quejoso con motivo de la ejecución de dicho acto, la­

que constituye la naturaleza intrínseca de la suspensi6n. Toda vez que, el juez ª.!!. 

te quien se presenta la dsnanda, antes de estudiar a fondo el caso que se lleva a -

su consideración, antes de recibir prueba alguna, o de saber de un modo cierto si ~ 

existe una violación Constitucional, suspende la ejecuci6n del acto mediante un pr2_. 

cedimiento sumarísimo, que se reduce a una audiencia en que se oye al quejoso, a la 

autoridad responsable y al Ministerio Público, pronunciando en el mismo acto, la r.!t 
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soluci6n correspondiente¡ sin enbargo, lo que se habta establecido al hacer men -

ci6n en capttulos anteriores del trámite de un juicio bi .. instancial, tratdndose -

de ciertos actos, ni siquiera este procedimiento sumarisimo tiene lugar, pues la­

suspensi6n se concede al presentarse la denanda, misma que más adelante detallar!_ 

mos. 

Ahora bien, la base Constitucional de la suspensión se encuentra previ1 

ta en las fracciones X y X! del artículo 107 de la Carta ~agna; por lo que única­

mente trata renos la fracción citada en último ténnino en su párrafo final, ya que 

es parte medular al tena que estamos tratando. 

En cuanto a los amparos indirectos, la fracción citada establece qué au. 

toridad es la facultada para otorgar la suspensión del acto reclamado al estable -

cer: 11 
•• • en los dBtlás casos conocerán y resolverán los juzgados de DistrHo", 

Por lo que, aunado a lo establecido en los articulas 38 y 39 de la Ley -

de lvnparo, los cuales preceptúan que cuando se trate de cc.npetencia auxiliar, los­

Jueces de Primera Instancia, en los lugares donde no resida Juez de Distrito, conf!_ 

cerán de dicha suspensión, y otorgarla provisionalmente el acto reclamado, siempre 

y cuando se trate de actos que importe peligro de privación de la vida, ataques a­

la libertad personal fuera del procedimiento judicial, etc, hecho lo anterior, és­

te rmiitirá al de Distrito sin de11ora aJ9una 1 la denanda original con sus anexos. 

De lo que se advierte que solamente en estas hipOtesis podrá conocer de­

la suspensión del acto reclamado en amparos indirectos\ una autoridad que no sea -

Juez de Distrftot pero que será en una fonna provisional únicamente. 

Cabe indicar, que dentro del amparo indirecto existen diferentes tipos -

de suspensión: la de plano o de oficio y. Ja ordinaria a petición de parte; as! lo­

sostiene el artículo 122 de la Ley de Amparo que dice: "en los casos de la cooipe -

tencia de los Jueces de Distrito, la suspensión del acto reclamado se decretará de 

oficio a petición de la parte agraviada, con arreglo a las disposiciones relativas 
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de este capitulo. 11 

En relación a la suspensi8n de plano o de oficio, la Ley de /vnparo en su 

art,culo 123 dispone lo siguiente: 11 Procede la suspensión de oficio: 1.- Cuando -

se trate de actos que importe peligro de privación de la vida ... o algunos de los -

prohibidos por el articulo 22 de la Constitución Federal; 11,- Cuando se trate de­

aJgún otro acto que, se llegare a consu:71arse. haría f1sicamente imposible resti -­

tuir al quejoso en el goce de la garantía de plano en el mismo auto en que el Juez 

adnita la dananda • ,. 11 

Es de observarse que confonne al primer párrafo del dispositivo legal -­

transcrito, por medio de la suspensión de oficio se trata de impedir los alentados 

que la autoridad responsable pretenda llevar a cabo, respecto a la vida, ti; la li-­

bertad, a la integridad flsica, por lo que generalmente se presente en mater fo pe­

nal. 

Cano crítica a la cito.da fracción se enfatiza que: la importancia o tra.i 

tendencia que el indicado perjuicio pueda resultar de la ejecución del acto que se 

reclama, la ley, por medio de la suspensión de oficio, trata de impedir desde lue­

go cualquier atentado contra la vida o la 1 ibertad de una persona y todo aquello -

que afecte la integridad flsica del hoobre o su dignidad, cooo la de deportación o 

destierro y las penas expresamente prohibidas por el artículo 22 Constitucional, -

como la de''mutilación y de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tonnento -

de cualquier especie, la multa excesiva. la confiscación de bienes 11y cualesquiera­

otras penas inusitadas o trascendentales, así como la pena de muerte por los deli­

tos políticos, pues en estos casos el Juez está obligado por el deber de su oficio 

a evitar los actos que violen estas garantías individuales,por medio de la suspen­

sión a que estarna; refiriendo. 

En cuanto a la segunda fracción, la suspensión de oficio procede contra 

cualQuier acto que al consumarse harla flsicamente imposible restituir al quejoso-
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la garantfo violada reclamada, esto es, cuando la autoridad responsable ordene la 

destrucción de alguna cosa que no pueda valorarse en dinero. 

En tal virtud, en el primer caso, de la simple lectura de la d0'1landa, -

el Juez de Distrito, advierte que la ejecución del acto reclamado implica uno de­

los actos antes citados, debe de irrnediato decretar dicha suspensión procurando -

que llegue lo más pronto posible al conocimiento de la autoridad responsable, aún 

por telégrafo cerno lo menciona el articulo 23 de la Ley de .ftltlparo, sin enbargo, -

en la práctica dificilmente es operante el caso previsto en la segunda fracción -

del citado numeral en función de que sólo cuando se trate de actos inherentes a -

la persona se decretará dicha suspensión. 

Finalmente, la suspensión de oficio es de naturaleza irrevocable, es d!. 

cir, contra ella, no cabe ningún incidente, o sea, no hay infonne por parte de la 

autoridad responsable, no hay audiencia, no hay pruebas. 

Por otra parte, en relación a la suspensión ordinaria o a petición de­

parte agraviada, le corresponde a la autoridad conocedC1ra del amparo, objPtivamen. 

te detenninar si procede conceder la suspensión o reunir los requisitos que marca 

la Ley, estableciéndolo el precepto 124 de la Ley de f.mparo que en lo substancial 

dice: la suspensión del acto reclamado puede solicitarla el quejoso o agraviado,­

puesto que dichos actos que pretendan llevar a cabo la autoridad responsable, no­

rec.aen en cuanto a la privaci6n de la libertad o de la suspensión no proceda de .2. 

fici~en este caso, sino en los casos ya enunciados anterionnente¡ para darse la -

citada suspensión, debe de reunir un requisito que es el no seguir perjuicio al -

interés soc.ial. 

Al concederse la suspensión al quejoso, el Juez procurará !ijar la si­

tuación en que habrán de quedar las cosas, o sea, detenninar con la mayor clari -

dad posible el efecto que produzca la medida cautelar; además si dentro del jui -

cío existiera tercero perjudicado confonne al artlculo V de la Ley de Amparo, ~1 

quejoso tendrá que otorgar una garantía que bien puede ser una fianza, hipoteca,-
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prenda, para reparar el daño o ind6Ilnizar los perjuicios que con la suspensión se 

causaren al tercero, sino obtuviera sentencia favorable en el amparo, en tanto •• 

que si no existe tercero perjudicado. 

Cabe señalar los requisitos básicos para la procedencia de la suspen -­

sión, los que preceptúa el m.111eral 130 en concordancia con el 124 de la citada -­

Ley y que son: que la solicite el agraviado, que no se siga perjuicio al interés­

social, ni se contravengan disposiciones de orden público, así como que sean de -

difícil reparación los daños y perjuiéios que se causen al quejoso con la ejecu -

ción del acto, de tal suerte que si no se reúnen estos requisitos o si faltara a] 

guna de ellos no podrá decretar la suspensión del acto reclamado. 

'También notarnos que dentro de la suspensión a petición de parte, encon­

tramos la siguiente clasificación, a saber: la suspensi6n provisional¡ la suspen­

sión definitiva y la suspensión superviniente; por lo que llnicamente trat~renos -

las dos primeras, todc vez que es de importancia al estudio· de nuestro tena. 

El quejoso al reclamar la garantía violada prCKnueve el amparo y protec­

tión de la justitica de la Unión, asl también, está en aptitud de solicitar la -­

suspensión del acto reclamado, primero en fonna pro<Jisional y posterionnente en -

fonna definitiva, con el objeto de que no se le cause daños o perjuicios de difí­

cil reparación con la ejecución del acto. 

Generalmente en materia penal 1 no existe tercero perjudicado, pero de -

presentarse, el Juez de Distrito al conceder la suspensión provisional tanará las 

medidas de aseguramiento que estime pertinentes a fin de que el quejoso no se SU§. 

traiga de la acción de la Justicia, dichas medidas pueden ser: la caución1 la CD!_!!. 

p'."recen-;ia periódica. arresto dcroiciliario, vigilancia por la policía e incluso -

la reclusión preventiva del Quejoso 1 en el sitio que detenninc el Juez. 

Finalmente, manifestaron que contra el auto que concede o niegue la -­

suspensión pro·lisional no procede recurso de revisión¡ no obstante, si procede el 

recurso de queja de acuerdo a lo establecido en el articulo 95 fracción XI de la-
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Ley de 1'nparo, que a la letra dice: "El recurso de 'llJEJA es procedente:Xl-Contra­

las resoluciones de un Juez de Distrito o del Superior del Tribunal responsable -

en su caso, en que conceda o niegue la suspensión provisional", 

Una vez que hE!llos hecho menci6n de la suspensión provisional la que se­

concederá o negar& en el primer auto, ccxno ya lo expusimos anterionnente; tratars_ 

mas por Oltimo la suspensión definitiva. 

Pues as, las cosas, doctrinalmente se entiende cono tal, la "resolución 

que dicta en el incidente del Juicio de Garantlas en la audiencia que establece -

el articulo 131 de la ley de fvnparo, de acuerdo con el 130 de la misma Ley, su vj 

gencia c001ienza a partir de que se notifique la autoridad responsable, tiene por­

objeto prolongar en algunos casos la situación creada por la suspensión provisio­

nal, pero generalmente altera esa situación, a virtud de que el Juez dt'.! Distrito­

ya cuenta con elanentos distintos de los que se habtan hecho conocer en la de11a!l 

da de amparo, especialmente en el infonne previo de la autoridad responsable, en 

la que se asienta si son ciertos los actos reclamados y las razones que se tuvie­

ron en cuenta para dictarlo, elenentos que servirán al Juez para estimar si se s~ 

tisface los requisitos del artícutlo 124 de la Ley de Proparo para decretar la SU§. 

pensión definitiva. "(21) 

De todo lo anterior, se concluye que la diferencia que existe entre la -

suspensión provisional y la definitiva estriba en que aquélla cerno henos visto, se 

ordena mantener las cosas en el estado que se encuentran, y por cuando hace a la­

citada en segundo térniino se detenninan las condiciones a que quedarán sujetas tan 

to la conducta de-las a11toridades responsables, como la del ouejoso hasta que se -

pronuncie sentencia que cause ejecutoria. 

TIT)SOTO GORDOA YL!EVANA PALMA.GILBERTO. La SusRensión del Acto Reclamado en el­
~o de fv¡Íparo. Editorial Porrúa, la.ed. exico. 1959. p.55. 
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A diferencia de la suspensión provisional que no admite recurso legal­

alguno en su contra, por lo que hace a la definitiva, el articulo 139, establece­

el recurso de revisión mismo que en concordancia prevee y contenpla el numeral 83 

fracción 11 de la Ley Reglamentaria, ello sin impedir que la interlocutoria sus -

pensional surta sus efectos a partir de su decreto. 

La nL>gativa de la suspensión definitiva deja expedita la jurisdicción­

de la responsable para ejecutar el acto reclamado, aún cuando se interponga el rg 

curso de revisión. 

En conclusión, una vez que ya hanos visto en que consiste la suspen -­

sión, asl c0010 los diferentes tipos de ésta, cabe mencionar que una orden de a -­

prehensión,la suspensión provisional se va a dar para el efecto de que se manten­

gan las cosas en el estado que actualmente guardan y el quej'lSO no sea privado de 

;u litiutad personal, sieropre y cuando no se trate de CUR'pl i"aiento de una orden -

de autt·ddad judicial, se le sorprenda en flagrante delito o bien violando los -­

reglar.11:ntos de policia y buen gobierno. 

Concerniente al Auto de Fonnal Prisión, siempre y cuando soliciten la 

suspensión provisional procederá para el efecto de que el quejoso quede a disposi 

ción del Juez en el lugar en donde se encuentre recluido, sin perjuicio de que -­

continúe también a disposición del Juez de la causa, p·lra la tramitación del pro­

ceso pena 1 que se 1 e i nstruye 1 e 1 que por ser de ar j en público no puede ser sus -

pendido en ténninos del artículo 124 de la Ley de A11paro, supuesto que procede -­

cuando el quejoso se encuentra privado de su libertad. 

Por último, mencionarenos que los actos donde importe peligro de la -

privación de la vida, ataques a la libertad personal, así como la incomunicación, 

el Juez decretará la suspensión de plano. en el mismo auto en que se admita la d! 

mand!canunicándose de irrnediato a la autoridad responsable requiriéndose al agra­

viado en el lugar donde se encuentre detenido para que en el acto de la notifica­

ción del presente auto o por escrito dentro de los tres d1as siguientes manifies­

te si ratifica o no la misma, ya que de no hacerlo, se le tendrá por no interw~. 
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CAPITULO V 

LA SENTENCIA DE AMPARO !llDIRECTO 
EN MATERIA PENAL 

Nuestro Juicio de hnparo, día a día, se vuelve más complejo y técnica, -

ello en virtud de las reformas poco afortunadas a la Ley de la materia, que se han 

dictado, o bien, a que se requiere de reformas que la misma precisa, aunado a que-

las leyes supletorias de aplicación asl cc:mo a las interpretaciones ql1e nuestro -· 

más alto Tribunal de Justicia lejos de cooiplenentarla, postulan por- hacer nugato -

ríos los derechos y garantfas que nuestro Pacto Federal consagra, ello en resolu -

cioncs carentes dt> un verdadero sentido de justicia y legalidad, 

Pues bien. antes de analizar los efectos legales con respecto al acto -­

que se rc-clama en un Juicio de Garantías, en un amparo bi-instancial, mismo que se 

ordena en las sentencias definitivas, es necesario hacer entre otras las siguien .. 

tes observaciones: 

Primeramente aludirnos a que la Ley de ~paro vigente, es cxnisa en dar un 

concepto de lo que se entiende por 11 sentencia"; sin ~bargo, citamos a continua __ .. 

ción lo que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dictado cooo tal: 11 
••• por 

sentencia se entiende el juicio 16gico de hechos, la subsunci6n de los hechos en .. 

nonnas jurldicas y la conclusión de resolutivos que contienen la verdad legal; por 

lo mismo, la integran las proposiciones que fijan el sentido de tal resolución. e1 

to es, los antecedentes fomados también con las argumentaciones lógico .. jurldicas .. 

del Juzgador, que examinan y estudian los elementos de la litis y las proposicio .. 

que detennina el sentido del fallo, así cano 1os puntos resolutivos todos consti .. 
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tuyen la unidad" (22) 

De fonna más simple indicamos que la sentencia está contenida en aquéllos 

actos procesales proveniente de la actividad jurisdiccional que implica la deci -­

s1ón de una cuestión contenciosa o debatid~ por las partes dentro del proceso, - -

bien sea incidental o de fondo. 

Además se hace la aclaración de que el Código federal de Procedimientos -

Civiles aplicable supletoriamente al procedimiento Constitucional, en su articulo-

220 considera como sentencia a: " .•. aquélla resolución cuando decide el fondo del 

negocio" • 

De lo anterfor se deduce, que aún cuando hay decisiones judiciales que r~ 

suelvan una controversia incidental suscitada entre las partes en un juicio, mis -

mas a las que se denomina cooo sentencias interlocutorias porque sus efectos juri­

dicos en relación con las partes son provisionales en el sentido de que pueden ser 

modificndas sus consecuencias por sentencias definitivas; por ende, este tir.o de -

resoluciones no son consideradas en la definición que otorga la ley apuntada. Y -­

en cuanto hace a la Ley de .ftmparo vigente ésta al referirse a las sentencias inter. 

locutorias lo hace denominándoles simplanente resoluciones o autos. 

'[22fiieclamación promovida en el incidente de inconformidad 3/75. Genaro Garza --­
Cantú. 19 de octubre de 1976. Unanimidad de 15 votos. Pleno. 7a.Epoca. Volu -
men 91-96. la.Parte. p.113. 



1.- NATURALEZA JURIDICA OE LA SENTENCIA OE AMPARO 
POR SU CONTENIDO, 

Es de suma importancia el señalamiento de que en un Juicio de Amparo y-­

de conformidad con el riguroso tecnicismo que contempla la Ley de Amparo que se e~ 

tudia, únicamente el contenido de la sentencia es apreciable en alguna de las tres 

maneras que se citan a continuación: SE CONCEDE O SE NIEGA EL AMPARO; o bien, SE­

SOBRESEE. 

Por lo que hace a la sentencia de SOBRESEIMIENTO, la misma tiene carác -

ter definitiva en tanto que finaliza el juicio de amparo mediante la estimación -­

jurídica legal vertida por el juzgador sobre las causas de sobreseimiento que la -

ley prevee. En efecto, las autoridades responsables y e1 tercero perjudicado in -

vacan causas de improcedencia o bien ésta se advierten por el Júzgador de oficio,­

cuestiones que ~urgen dentro del jucicio de amparo, respecto de las cuales se pr.~ 

sentan problenas contenciosos distintos de la controversia que se plantea en el -­

fondo del asunto. En el Juicio Constitucional se debe de resolver previamente a -

la cuestión de fondo si las causas de improcedencia son o no fundadas. Por tanto-

1 a decisión que se tome respecto a 1 prob 1 ana de improcedencia, configura un acto -

tipicamente jurisdiccional, en el Que pueda dictarse et sobreseimiento del juicio, 

a través de una sentencia de sobreseimie,ito que resuelva una cuestión contenciosa 

sobre la improcedencia de la acción de amparo. Asimismo dicho tipo de resolución­

contempla un carácter declarativo, en tanto se limita a declarar la existencia de­

alguna causa que jmpide e1 estudio de la Constitucionalidad o inconstitucionalidad 

del acto reclamado. Ahora bien, dicho tipo de resolución carece de ejecución toda 

vez que ninguna obligación impone a la autoridad responsable la que queda con sus­

facultades libres y expeditas para proceder en el sentido que corresponda. 
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En cuanto se refiere a la sentencia que NIEGA EL !'11PARO la misma se ca­

racteriza por ser definitiva, en tanto que decide el fondo de lo litis Constitu -

cfonal, aún cuando lo hace en sentido contrario a la pretensión del quejoso. Ade­

más es declarativa en tanto se reduce a establecer que el acto reclamado no viola 

alguna garantia Constitucional del quejoso; dejando intocado y subsistente el ac­

to reclamado, por lo tanto carece de ejecución, de ahi' que la autoridad responsa­

ble tiene libre y expeditas su~ facultades para proceder confonna a las mismas. 

Por último la sentencia que CONCEDE EL A~PARO, se distingue de las antg_ 

rfores en tanto que se re!>uelve el fondo de la litis Constitucional planteada, a­

co9iendo en sentido positivo la pretensi6n del quejoso de que se establezca que -

el acto rec~ar.iado viola garantías individuales, asimismo de concederse el Mlparo­

y Protección de la Justicia Federal. condenará a constreñir a la autoridad respo!l. 

sable a restituir al agraviado en pleno goce de la garant'ía ,individual violada, -

restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el 

acto reclamado es de carácter positivo, y en caso de que el acto reclar.iado sea de 

carácter negativo el efecto de la sentencia de amparo será obligar a la autoridad 

a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trata y a cumplir, por 

su parte, lo que la misma garantla exija. Por lo que también es declarativa, en­

tanto que establece que el acto reclamado ha resultad.o contrario a la Constitu -­

ción violando garantias individuales.{23) 

'{UfGONGORA PJMEHTEL GENARO. Introducción al Estudio del Juicio de Amparo. Edito­
rial Porrúa, 2a. ed, H~•ico. 1989. p.367 



ll.· LAS SENTENCIAS OUE CONCEDEN EL AMPARO Y PROTECCJON OE LA 
JUSTicJJ\ FEDERAL EN J\MPARO INDIRECTO. EN MATERIA PENAL, 
PARA EFECTOS. 

Para el fin que se persigue, es preciso sei\alar que juridicamente la ac­

cción de amparo no es un derecho de acción procesal ordinario civil, penal o admi­

nistrativa (oue fundamentalmente consiste en motivar la presentación por parte del 

Estado de su actividad jurisdiccional para la declaración del derecho incierto, de 

los particulares, del Estado cono sujeto de derecho privado y para la realización­

forzosa de sus intereses cuando su tutela sea cierta); sino que es puramente Cons­

titucional, nace directamente de la Constitución¡ va dirigida a controlar el acto­

de autoridad, no la ley c001ún¡ no le interesa la relación de derechos efectuada - · 

por particul3res y entre particulares ni los obstáculos que se opongan a la real i 

ción de la nonna jurídica. La acción de amparo no tutela los intereses que en el 

acto jurisdiccional ordinario se ha dejado a los Tribunales ccmunes¡ sino que va -

dirigida a hacer respetar la propia Constitución cuando la autoridad ha rebasildo -

sus limites. 

De ahí que la sentencia de amparo no satisfaga de manera preferente int~ 

reses tutelados por l!nonna jurídica meramente legal o ley cooiún, ya que culmina -

la acción Constitucional extraordinaria, se limita a amparar y proteger al agravi! 

do sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que lam_otivare¡ por 

ello, el efecto jurídico de una sentencia de amparo es el de restituir al propio! 

graviado en eJ pleno goce de la garantfa violada, restaóleciendo las cosas al est! 

do que guardaban antes de la violación, si el acto reclamado es de carácter posit.i 

vo u obligando a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la­

garantla de que se trate y a ct.mpHr por su parte lo que la misma garantia e)(ija,-
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si aquél es negativo, según lo consigna el artículo 80 de la Ley de Anparo. Con -­

gruente con lo antes expuesto, se ha pronunciado la Jurisprtadencia de este alto- -

Tribunal, cerno es de verse por la tesis 166, publicada a foja 317, de la Sexta Par_ 

te de su Ultima Ccmpilaci6n que dice: 

"SENTENCIA OE l\'1PARO.- El efecto jurídico de la senten 
cia definitiva que se pronuncie en el Juicio Constitü 
cional, concediendo el amparo, es volver las cosas aT 
r:stado que tenian antes de la violación de garantlas, 
nulificando el acto reclamado y los subsecuentes que­
de él se deriven. 1

' 

Lo anterior, encuentra concordancia con· el si3uiente fallo: 

"SENTEllC!AS DE N-IPARO OE LA SUPREMA CORTE OE JUSTICIA.­
EFECTOS.- Oada la finalidad propia del juicio de ampa­
ro de conceder o negar cuando se trata de resolver - -
cuestiones de fondo, la protección Constitucional por­
actos· de autoridad, las consecuencias jurídicas de 1a 
cosa juzgada, respecto de una ejecutoria de este alto .. 
Tribunal, son entre otras, las dos siguientes: a).-Una 
que se restituye al agraviado en el pleno goce de la ... 
garantía ·individual violada restableciendo las cosas ... 
al estado que guardaban antes de la violación, cuando .. 
e 1 acto reclamado sea de carácter pos it ívo o se ob 1 i ... 
gue a la autoddad responsable a que obre en el senti­
do de respetar la garantla de que se trate y a cumplir 
por su parte 1o que la misma garantla exija, cuando el 
acto sea de canácter negativo, se9ün lo consigna el ª!. 
titulo 80 de la Ley de lvl¡paro; b) .• Otra, que es im -­
procedente cualquier acción que se enderece contra las 
consecuencias o actos que se deriven de resoluciones ~ 
de amparo pronunciadas con anterioridad y que hubiesen 
quedado firmas.". 

Anparo en revisión 446/73. Ccxnisariado Ejidal del Po -
blado "Pedro Raygosa". Municipio de Tat.asco. Estado de 
Zacatecas. 6 de agosto de 1973. 5 votos. Ponente:Jorge 
Saracho A1varez. Senanario Judicial de la Federación.~ 
7a. Epoca. Volu:nen 56. P.35. Ja.Parte. 

Es necesario, hacer la indicación similar de que la anterior resolución 

es acorde con el siguiente: 
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"EFECTOS DE LA SENTENCIA DE li1PARO.· De acuerdo por lo­
establecido en el artículo 80 de la Ley de l'lnparo y en­
la tesis de Jurisprudencia minero 64 pub 1 i cada en 1 a pá 
gina 297 de la Octava Parte del Apéndice al SE!llanario :­
Judicial de la Federación de 1975, cuyo texto es el si­
guiente: (SENTENCIAS DE AMPARO. El efecto jurldico de • 
la sentencia definitiva que se pronuncie en el juicio -
Constitucional~ conct:diendo el amparo, es volver las ca 
sas al estado que tenian antes de la violación de garañ 
tías nul ificando el acto reclamado y los subsecuentes -: 
que de él se deriven; y en virtud de que el juicio de -
garantías, debe de tener siempre una finalidad práctica 
y no ser medio para realizar una actividad simplemente­
especulativa, para la procedencia del mismo es menester 
que la sentencia que en él se dicte, en el supuesto de­
que sea favorable a la parte quejosa, pueda producir la 
restitución al agraviado en el pleno goce de la garan -
tía individual violada, de manera que se restablezcan -
las cosas al estado que guardaban antes de la Violación 
cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, o -­
cuando sea de carácter negativo (o constituya una abs -
tenciónL se obligue a la autoridad responsable a que -
obre en el sentido de respetar la garantia de que se -­
trate, por su parte, lo que la misma garantía exijaº. 

l'Vnparo en revisión 2773/80. Mada de la Luz Elías Sán -
chez, 9 de julio 1981. Unanimidad de 4 votos. Ponente • 
Jorge lñarritú. Secretario José Javier Aguilar Oaninguez 
Infonne 1981. Segunda Sala, pp. 119-120. 

De lo anterior, se deduce que por cuanto hace a la sentencia que canee--

de el amparo, según lo establece el artículo 80 de la Ley Reglamentaria de los ar­

tículos 103 y 107 Constitucionales, asi como de las resoluciones dictadas por la -

Suprana Corte de Justicia de la rlación que se reseñaron en lineas precedentes, ser_ 

virá para que se restituye al agraviado en el pleno goce de la garantia individual 

violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, -

cuando el acto rec 1 amado sea de carácter negativo, e 1 efecto del amparo será ob l i -

gar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garanti'a·· -

de que se trate, y a cumplir, ¡:ior su parte lo que la misma garantía exija. Como se 

ve en este precepto se establecen, en relación con la finalidad misma de esta es -

pecie de sentencias recaídas en el juicio de amparo, dos hipótesis según las cua -

les varías los efectos jurldicos de aquéllas. Efectivamente cuando el acto recla­

mado sea de carácter positivo es decir, cuando estribe en una actuación de la autp_ 
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ridad responsable, la sentencia de amparo, por medio de la cual se concede al que­

joso la proteccí6n de la justicia federal, tiene por objeto a este el pleno goce­

de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guard!-­

ban antes de la violación. 

De lo anterior se suscitan dos hipótesis: a).- Cuando los actos reclma­

dos no hayan originado aún la contravensión, sino que ésta haya permanecido en po­

tencia por haber sido oportunamente suspendidos, por lo que la mencionada restitu­

ción consistirá en obligar a la autoridad responsable a respetar la garantía ame -

nazada. 

Parece ser que esta aseveración es un contrasentido, pues sólo se puede­

restituir lo que se ha quitado previamente, sin embargo, en este caso, el ouejoso­

no ha sido pr"ivado del goce de la garantía individual puesto que el acto reclamado 

se suspendió antes de que se produjese la contravención¡ por lo que no es aplica -

ble de restitución. Lo anterior se deriva en virtud de que el artículo 80 de que -

se trata debió de hablar adsnás de "restituir11 "mantener o conservar'1 , la garantía 

amenazada con la violación. 

La segunda hipótesis resulta cuando la contravención ya está consumada,­

~l efecto de la sentencia que concede el amparo al quejoso estriba en obligar a la 

autoridad responsable a hacer efectiva en su favor la garantía violada constriñen­

do a aq'Jélla a invalidar todos aquellos actos que se han implicado en una viola -­

ción y los que sea su consecuencia, así como a realizar los que hagan efectiva la 

~arantia inf .. i~ida. 

De lo anterior se concluye, que dicho mzneral citado de la Ley de ~pa­

ro vigente, carece de una buena técnica legislativa, dando como resultado lagunas 

en el alcance de su interpretación, entre las que se cita, que omite referirse a­

las actos autoritarios positivos en que la violación es potencial o los q1;c tien­

den a violar un decreto fUndamental del individuo y en el oue sólo alude a los --
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que ~a real iza en fonna actual. En efecto, sólo trata de las consecuencias jurl.:. 

dicas de la sentencia de amparo en que haya otorgado al quejoso laprotección Fe -

deral por violación a garantías individuales, sin referirse al caso en que el ac­

to reclamado implique invasión de soberanías. 

Por tal causa, se estimd que a dicho precepto se debe adicionar de ma -

nera que prevea en primer lugar, los efectos de la sentencia qu~ concede el ampa­

ro cuando el acto reclamado no haya aún violado una garantia individual, sino só­

lo tratando de contravenirla (mantenimiento o conservación) y en segundo ténnino­

en el caso de que el acto reclamado consista en una invasión de competencia fede­

ral o local, estableciendo su validez y ;JOr ende la restitución de las cosas al -

estado qJe guardaban antes de su comisión. 

Por lo que el efecto genérico de la sentencia de amparo que CONCEDA LA­

PROTECCIOll DE LA JUSTICIA FEOLRAL, consiste en todo caso en la invalidación del -

acto o de los acto1 reclamados y en la declaración de su ineficacia juridica. La 

nulificación o invalidación del acto reclamado, como efecto genérico de las sen -

tencias de amparo que CONCEDAll la protección de la Justicia Federal, ha sido re -

conocida por la SuprB!la Corte que establece: 

"EL EFECTO JURIOICO DE LA SENTEllCJA DEFINITIVA 
que se pronuncie en el juicio Constitucional -
COllCEOIEllOO el amparo, el volver las cosas al­
estado que temían antes de la violación de las 
garantías, nulificanco el acto reclamado y los 
subsecuentes que de él se deriven, 11 

Apéndice del Tano CXVlll, tesis 99B. 176 de la 
Coopi!ación 1917-1965 y 174 del Apéndice de --
1975. Materia General. 

"LEYES, 1'11PARO CONTRA. EFECTOS DE LA SEllTEllCIA 
DICTADAS Ell.- La decisión sobre la constitucio 
nalidad o inconstitucionalidad de una ley t,iJe:' 
se terne en una sentencia de amparo que ha cou­
sado ejecutoria, constituye cosa juzgada. Con­
secuentemente, si se concedió el amparo, el e-
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fecto im1ediato será nulif1car la validez ju­
rldica de la ley reclamada en relación con el 
quejoso y si el juicio se promovió con motivo 
del primer acto de aplicación, éste también -
será contrario al orden constitucional 1 den­
tro del mismo supuesto de concesión del amp! 
ro, ninguna autoridad puede volverle a aplicar 
válidamente la nonna juridica que ya se juzgo 
dado que la situación jurfdica de~ quejoso se 
rige por la sentencia protectora. En cambio,­
cuando el fallo es desfavorable respecta de la 
sentencia, las autoridades pueden aplicársela 
válidamente, por ello, una vez que el .iuicio­
de garantlas se ha promovido contra la ley y­
se obtiene pronunciamiento de fondo, sea que­
se conceda o se niegue la protección solicita 
da en sentencia ejecutoria, la decisión sobré 
la congruencia o incongruencia con ·el orden -
Constitucional, se ha convertido en cosa juz­
gada." 

l'fllparo en revisión 7841/88. The Seven Up.Com­
pany,20 de junio de 1989. Mayoría de 15 vo'.o' 
Ponente Juan Oiaz Ranero. Secretario: Car~~;·:;­
Ranson Sevilla. 

Es de importancia resaltar que todo lo anterior, y en opinión personal,­

es reprochable el criterio que en la actualidad la Suprena Corte de Justicia de la 

Nación ha venido sustentando con respecto a que, en contraposición de la última -­

Jurisprudencial que con anterioridad se transcribió, ha dispuesto que al conceder­

se el amparo, lo sea para efectos 1 los cuales no son los cont(Jllplados en el artí­

culo 80 de la Ley de hnparo vigente, mismos de los que hemos hecho alusión con on­

terioridad. Criterio que resulta infundado, porque si bien es cierto, los dere -­

chas del htfllbre fonnan lo esencial de su naturaleza humana los cuales son indispe.!!, 

sables para su conservaci6n y desarrollo, el reconocimiento a los miST10S configu -

ran su condición jurídica nonna y respecto de ellos, viene a ser la de estar en el 

pleno goce de todOs 1 os que 1 e son propios¡ de suerte, que cuando le son res tri n - . 

gidos o violados surge una situación jurídica de excepción, en la que al reclamar­

el individuo el menoscabo de sus garantías, toda a la autoridad donandada, es de -

cir, a la resyonsable r no al quejoso dentro del Juicio Constitucional, la justif! 
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cac.i6n de q0e la restricción de derechos sea producido en conseCJJencia con el sis­

tmia legal Que nos rige, y• que en caso de no ser as!, resultaria violatorio de -­

las garanths que consagra nuestro Pacto federal y en este último caso, después de 

que se concluyera el procedimiento de GARANT!AS, el Juzgador que conoció del ampa­

ro promovido COliCEOE el mismo, para el EFECTO de que la autoridad responsable vueJ 

va emitir otro acto que reúna los requisitos de fundamentación y motivación que d~ 

bió haber reunido el acto que se reclama, luego entonces, lo preceptuado por el n_!! 

mera1 80 de la Ley Reglamentaria, en el sentido de que al concederse el amparo, lo 

sea para el único efecto de restituir al agraviado en el pleno goce de ta garan -

tia individual 1 restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la viol!._ 

ción o bien el de constreñir a la autoridad responsable a que respete la garantja­

en el caso que corresponda, esto es, y como ya se argument6 con antelación se tra­

te de un acto de carácter negativo o positivo. deduciéndose que entonces la auto .. 

dad que conoce del amparo, al resolver en el sentido de que se concede para el e -

fe::to dl· que se dicte otro auto pero ahora con fundamentación y con los requisitos 

de motivación, aplica el numeral 80 de la Ley citada en fonna errónea, yendo más -

allá de alcances legales que se contempla en dicho numeral. 

A todo lo anterior, es necesario dejar asentado que si bien es ciert.o, -

cuando el qu~jo'.'.io se dirige ante la autoridad canpeter.te, y solicita el amparo y -

protección de la Justicia Federal, por la garantla Constitucional que se le ha vig_ 

lado, también lo es, que solicita la revocaci6n del acto que se reclama. exigiendo 

ta cesación de todos los efectos que conlleven al mismo, sean incondicionales e i!l 

mediatos~ de tal suerte que se restablezca de modo tal, la situación anterior a -

la promodóD del juicio, y en consecuencia se produzca cQllo resultado una senten -

cia protectora. 

Sin enbargo, aún cuando la Jurisprudencia no constituye legislación nu! 

va y diferente sino por el contrario sólo es la interpretación de la voluntad de -
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la Ley, es cierto que la misma i:ontiene tesis contradictorias, ello cuando no só­

lo se encauza a fijar aquélla el contenido 1 alcance de una nonna de existencia,­

sino a contrario sensu, llega a postular una nonna nueva, muestra de ello, son;._ 

tesis y fallos de los órganos Constitucionales encargados de la revisión de reso­

luciones dictadas en a11paros b1-instanciales y que en cuanto hace a nuestro tena, 

esto es, los efectos que se ordenan cuando se concede un amparo, no lo hacen en -

forma lisa y llana. sino con el carácter que dichas tesis Jurisprudenciales die-­

tan: que se pronuncie por la autoridad responsable una nueva resolución, inclusi­

ve en el mismo sentido que la reclamada, si as1 lo consideran lega}mente proce -­

dente, pero debiendo fundar esa nueva resolución y motivarla legalmente, aunque -

encontramos fallos que se conducen Ct'f'IJO se citó primeramente, esto es, conceden -

el amparo y protección de la Justicia Federal en fonna LlSA Y LLANA, en contrapo­

sición también los hay con los efectos a que he'llos hecho alusión, lo q11e !ir> ca -­

rrobora con las que a continuación se transcriben: 

(1 )"FUND/i'IENTAC!Oll Y MOT!VACJON DEL ACTO RECL~'·IAOO, FALTA 
DE. AMPARO OTOOGADD PARA EFECTOS Y />.~PARO LISO Y LLA­
NO.- Cuando en el juicio de garantías se alega haber­
se vulnerado el artículo 16 de la Carta Federal adu -
ciéndose simple'rlente que el acto que se impugna omT -
tió citar los preceptos legales en que pudiera apofar 
se, ~ diciéndose ese acto se abstuvo de señalar con :­
cretamente las circunstancias que podrían constituTr­
la motivación del mismo, el amparo no puede concPder­
se1 sino para el efecto de que se deje insubsistente­
el acto reclamado, y así la autoridad estará en candi 
cienes de E!llitir una nueva resolución. En cambio, -­
cuando se reclama la violación del artículo 16 Consti 
tucional, porque el precepto aplicable no autoriza el" 
sentido en que se produjo el acto impugnado, sino que 
a la inversa, obliga a E!llitir una resolución con el -
contenido contrario, o por9ue se alega que los hechos 
cuya existencia se compraba no justifican aquél acto, 
o bien, que los motivos que invoca la responsable son 
erroiíeos, la protección Federal si procede, se otorg~ 
rá .de modo LISO Y LLANO, sin 1 imitaciones ni restric­
ciones de ninguna in4o1e. 11 

Volllnen 58, Sexta Parte. p.35. Primer Circuito. Segu!!. 
da Aclnfnistrativa. 

, 'ºv"') ¡,.J urnE 
Ut u1 maumrc1~ 
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(2) "FUNDA'IENTACION Y MOTIVACION. AMPARO EN CASO DE LA 
GARANT!A OE.- Si el acto reclamado no es intrlnse­
ca y radicalmente anticonstitucional porque no evi 
denda, en si mismo, la falta de norma alguna le:­
gal o reglamentaria que pudiera justificarlo, para 
obtener de modo indubitable una conclusión sobre • 
la constitucionalidad o inconstitucionalidad de di 
cho acto, que yendo más allá de su aspecto fonnar:· 
trascendiera al fondo, esto es, a su contenido, se 
rla preciso hacer un estudio exhaustivo de todas-: 
las leyes y reglamentos, a fin de poder detenninar 
si existe o no alguna disposición que le sirva de­
apoyo, estudio que no e~ dable realizar en el jui­
cio de amparo. llámese violación procesal o far • 
mal a la abstención de expresar el fundamento y mo 
tivo de un acto de autoridad, lo cierto es que, _-: 
tal abstención impide juzgar el acto en cuanto al­
fando, por carecerse de los elcrncntos necesarios -
para ello, pues desconocidos tales fundamentos y -
motivos, los mismos no pueden ser objeto de apre -
ciación jurldica alguna. La reparación de la vio­
lación ccmetida, mediante el otorgamiento del ampa 
ro consiste en dejar insubsistente el acto fatmal:' 
mente ilegal, pero no juzgada la const.itucionali -
dad del propio acto en cuanto al fondo, por desco­
nocerse sus motivos y fundamentos, no puede impe -
dirse a la autoridad que anita un nuevo acto en el 
que pugne los vicios fonnales del anterior, el .,,_ 
cual en su caso 1 podría reclamarse en un nuevo am­
paro, entonces si por violaciones de fondo concer­
nhntes a su fUndamentaciOn y motivación ya expre­
sados. Si bien na puede impedirse a la autoridad­
que reitere el acto, con tal que lo funde y motive 
tampoco puede obligársele a que lo haga, pues si -
la propia autoridad encuentra que dertam'?nte el -
ilcto reclamado no podría apoyarse en irreprochable 
motivos y fvndamentos legales, estará en aptitud -
de no insistir en el mismo, en consecuencia, la -­
concesión del amparo contra un acto no fundado ni­
motivado, únicamente constriñe a la responsable a­
dejarla insubsistente, más no a reiterar1.o purgan­
do esos vicios fonnales." 

(3), 

Revisión Fiscal 380/61. Pedro Ponds Jorda. Sexta -
Epoca. Volunen CXIX. Tercera Parte. Segunda Sala.­
pp.22-24. 

"FUllOAMENTACJON. EFECTOS DEL AMPARO QUE SE CONCEDE 
POR FALTA DE FUNDA'IENTAClON.- Cuando el acto recla 
mado contiene una fundamentación legal inadecuada: 
debe concederse al quejoso el amparo en fonna 1 isa 
y llana, pero ello supone que la concesión del am­
paro en esa fonna perjudique únicamente los intere 
ses de la autoridnd señalada c:omo responsable, Pe":" 
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-ro cuando la concesión 1 isa y 1 lana del amparo 
por incorrecta fundamentación del acto reclama­
do, pueda perjudicar intereses de una tercer~ -
parte, deben dejarse a salvo, al concederse el­
amparo, los derechos de la autoridad para die -
tar una nueva resolución adecuadamente fundada, 
asl cono los derechos del tercero afectado. Así 
al concederse el amparo contra el acto mal fun­
dado por una autoridad federal, en fonna lisa y 
llana, ello pudiera tener.como consecuencia que 
resultaran afectados los derechos de una enti -
dad local, es decir, de uno de los Estados de -
la federación, o de algún part1cular, debe ha -
cerse la salvedad apuntada, a fin de generar a­
favo!" del quejoso derechos indebidos en perjui­
cio de terceros, de lo contrario se violarla en 
perjuicio de esos terceros la garantía de audien 
cia consagrada en el articulo 14 Constitucio _-;: 
nal." 

Anparo en revisión RA- 883/69. Transportes Poto 
sinos del Norte S.C.L. 7a.Epoca. Sexta Parte.-: 
VolllTien 43. Tribunales Colegiados de Circuito.­
pp.41-42 

(4) "#!PARO. OETElfüNAR SI EN EL JUICIO DE GARAN -­
TIAS, EL AUTO DE FORMAL PRISION SE REFIERE A UN 
DELITO DISTINTO DEL CCf.IETIDD POR EL INCULPADO -
NO IMPLICA UNA CLASIFICACION DEL DELITO.- El he 
cho de que el Juez de Proparo para reforzar su -: 
dicho en el sentido de que no se encuentra acre 
ditado el cuerpo del delito de Fraude a que se': 
refiere la fracción 111 del artículo 387 del Có 
digo Penal por el oue se le dictó el auto de _-;: 
fonnal prisión indique, que los el('fllentos exis­
tentes en autos, son integrativos de otro deli­
to, en consecuencia concede el amparo de manera 
LISA Y LLANA, no significa reclasificación del­
delito, ya que al razonar en este sentido, es -
la conclusión a la que llegó al valorar las - -
pruebas recibidas y determinar así lainconstitu 
cionalidad del acto reclamado, substTtuyendo aT 
Juez de la causa, por lo que hace a la estima -
ción de las pruebas tendientes a denostrar el -
cuerpo del delito y la presunta responsabilidad 
.del inculpado, lo que sí le esU pennitido; en 
cambio, operaría la reclasificación del delito, 
en el caso de que al resolver en el juicio de -
garant1as se ordenara al Juez de la causa que -
dictara un nuevo auto de fonnal prisión, por el 
del ita realmente comprobado. 11 

l'roparo en Revisión. 244/86. Samuel César Infante 
Rojas. 30 de octubre 1986. Unanimidad de votos.­
Ponente Alberto Martin Carrasco. Secretario Ema­
M eza F. 



C:OHC:LUSIO!IES 

PRIMERA.. Oe la 'ª reseil naistórica de los origenes de nuestro Juicio de -

Mlparo, se deduce que no e~, el sinahasta la Constitución de 1917, cuando los respec­

tivos artículos 103 y 107 •V 4e laoí""'11>., se regula con datalle Ja procedencia y natl!. 

raleza del Juicio de GarartJr.antia, dlf erencíando con razgos distintivos en los dos ti­

pos de Amparo recurribles :::z1s: Di neto o Vni~instancial e Indirecto o Bi-instanciail. 

SEGUrtOA.- la LJ l•Y R~l=entarí• a los artículos 103 y 107 Constituciona­

les,, es prO'Tlulgada el d'ías/'i1dietlnc::.h~ de octubre de mil novecientos diecinueve, mis­

ma que es conocida con e:, el norn~re de Ley de Amparo, la cual aunada a la Ley Orgáni­

ca del Poder Judicial deiUela f¡Je...-ac::.ión con aux!lio supletoriamente del Código Fed.!l, 

ral de Procedimientos CilJCIYi les se-ñalan los preceptos básicos del Juicio Constitucig_ 

nal. 

TERCERA.· La.A.1 cooipete- nci a del Amparo Indirecto en Materia Pena J, se •!'. • 

cuentra bajo la jurtsdi'!.dlccióode l<:is Juzgados de Distrito o ante el Superior del •• 

Tribunal, que haya can1n:i-;1tidola violación, lo que se traduce en ordenes de aprehen­

sión, de detención, auveuto defo1111al prisión, ténninos de conclusiones de procesos· 

penales etc. 

CUARTA.· El fl pavslbl•~ que con acierto el articulo BO multireferido limi 

te que la sentencia cp ~e CC~CE.VE el amparo y protección de la justicia federal, lo­

sea: "para restituir 1<ral ag11,,...ía<:!o en el pleno goce de la garantía individual violi 

da, restableciendo l ( lts. cesas al estado que guardaban antes de la violación, cuando 
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el a.cto reclamado sea de carácter positivo, y de carácter negativo, el. efecto del· 

ZRparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respe • 

tar la garantta de que se trata y a cumplir, lo que por su parte la misma garantfa 

e<ija"; de lo que de una interpretación lógica-jurídica se deduce, que dicho nume­

ra 1 contiene imperativamente cano efectos en que se debe de resolver una sentencia 

de amparo, los que la misma oooprende. 

QUINTO.-Se sostiene en rigor, la crltica personal que se hace, al sen. 

tido en que se conduce Ja Jurisprudencia en nuestros di as, con respecto al aue a -

tratar los alcances legales que contanpla el articulo 80 de la Ley referida, se -­

excede, al sólo interpretar la: voluntad de la ley, sino al procurar fijar el cont!_ 

nido de la nonna ya existente, llega a postular una norma nueva, y cooio resultado 

de lo anterior, se suscitan tesis en contradicción. 

SEXTA.· Coroloario de la conclusión que antecede, es visible las te ... 

sis Jurisprudenciales que conceden el amparo y protección de la Justicia Federal ... 

dando cano resultado que las sentendas que se pronuncian nu1ifiquen e1 acto rec!! 

mado y los subsecuentes que de él se deriven, y en consecuencia, cesen todos los ... 

efectos que conlleven al mismo, por lo que se concede el amparo en forma LISA Y -

LLANA. 

SEPTIKA.· En contraposición, hay tesis que sustentan que el amparo - ... 

ooncedido Jo es para EFECTOS, (los cuales no son contenplados por el articulo so. 

de la Ley de hnparo vigente); esto es, para que se dicte un nuevo acto de la misma 

naturaleza que el a.eta que contuvo las 9arantlas violadas, pero el segundo con los 

requisitos ahora si, legales (fundamentación y motivación), que debió haber conte­

nido el primero; efectos que no son contemplados en nonna alguna en nuestro Oere~ 

cho Positivo Mexicano. Por lo que el Juicio Constitucional 1 ha sido y continúa -~ 
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siendo el fnstnimento fundamental de preservación de los derechos humanos y de -­

las libertades en nuestro pals, pero es un sistena que anula y no castiga los ab!!. 

sos del poder. 
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